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La investigación tiene como título “Confinación Al Derecho A La Defensa Frente 
A La Flagrancia En Delitos Ambientales  Por La Aplicación Del Proceso 
Inmediato, Región De Puno - 2016”, en la que se formula el objetivo general de 
determinar la consecuencia generada por la incoación del proceso inmediato 
en materia ambiental frente al derecho a la defensa del imputado, región de 
Puno -2016. En la generación de nuevos conocimientos a partir de los 
problema sociales el crítico racionalismo en el que se emplea la metodología 
de hipoteca-deductivo, con el diseño no experimental de tipo descriptivo, 
siendo la utilización de la muestra probabilística de tipo aleatorio simple. Siendo 
la conclusión a la que se llegó, se determinó como consecuencia de la 
incoación al proceso inmediato en materia ambiental que en un 15% limita el 
desarrollo de las diligencias preliminares por la celeridad procesal, en un 57% 
limita el derecho a la defensa del imputado y solo en un 24% promueve el 
acogimiento del principio de oportunidad.   
 












The research has as its title "Confinement to the Right to Defense in the Face of 
Flagrancy in Environmental Crimes by the Application of the Immediate 
Process, Region of Puno - 2016", in which the general objective of determining 
the consequence generated by the initiation of the Immediate process in 
environmental matters against the right to defense of the accused, Puno region 
-2016. In the generation of new knowledge from social problems, the rational 
rationalism in which the mortgage-deductive methodology is used, with the non-
experimental design of descriptive type, being the use of the probabilistic 
sample of simple random type. Being the conclusion that was reached was 
determined as a result of the initiation to the immediate process in 
environmental matters that in 15% limits the development of preliminary 
proceedings for procedural speed, in 57% limits the right to defense of the 
accused and only 24% promotes the acceptance of the principle of opportunity. 
 












En la investigación realizada que lleva como título “Confinación Al Derecho A 
La Defensa Frente A La Flagrancia En Delitos Ambientales  Por La Aplicación 
Del Proceso Inmediato, Región De Puno - 2016” en el que trata del tema de la 
defensa en los delitos flagrantes, por lo que sobre el derecho a la defensa se 
indica que los investigados que pasan a ser imputados por las conductas 
punibles que se encuentra tipificados en el Código Penal y aun mas por, 
cuando esta atenta los interés difusos de la sociedad, como es el medio 
ambiente, sin embargo la defensa radica en el cumplimiento de lo que indica el 
Código Procesal Penal en el artículo 71 sobre los derechos del imputado, 
siendo el derecho a la información del motivo por la que es detenido, a una 
defensa adecuada siendo esto por un abogado, a abstener a declarar, a que no 
se emplee en su contra medios coactivos y otros que la normatividad señala. 
La defensa no solo radica en la que menciona la ley, sino también en el 
derecho a ser oído ante un tribunal imparcial con el debido proceso. Con 
respecto a los delitos flagrantes, la Constitución menciona que puede ser 
detenido un sujeto sorprendido cuando esta se encuentra cometiendo un delito, 
se encuentre en fuga o dentro del plazo de 24 horas de haber cometido la 
conducta ilícita, y el plazo de detención es de 48 horas, la flagrancia se 






La característica de la problemática del tema de investigación es que los 
sujetos que son detenidos por flagrancia tiene de ser vulnerados sus derechos, 
tanto el derecho a la defensa, al debido proceso, a un juez imparcial, como a 
presentar pruebas y demás que la normativa contempla.  
 
La investigación tiene a dividirse en cuatro capítulos para su respectivo 
desarrollo, siendo las siguientes: 
 
Primer capítulo.- se desarrolló la descripción de la problemática desde el 
punto de vista jurídico, asi también el planteamiento de problemática general, 
seguido del objetivo y la justificación. 
 
Segundo capitulo.- trata de marco teórico, siendo el construcción de las 
bases teóricas de los juristas nacionales e internacionales que hacen aportes 
sobre las instituciones, también el marco teórico conceptual y las respectivas 
hipótesis del trabajo de investigación. 
 
Tercero capitulo.- se desarrolló los resultados de la encuesta aplicada a 
la población objetiva, en la que se muestra los datos estadísticos en tablas y la 
figura, así mismo la interpretación de cada tabla acorde al objetivo. 
 
Cuarto capítulo.- se muestra la conclusión a la que se llegó y las 
sugerencias que se indica a partir de la conclusión, como también la referencia 









1.1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA. 
El ambiente como los recursos naturales son de vital importancia para 
los humanos y los animales, así también a esto le siguen problemas 
sobre el ambiente, la contaminación, es una de las amenazas que afecta 
a todo el mundo, vale comparar en que los delitos ambientales son como 
terrorismo que atenta contra la naturaleza, en donde mueren cantidades 
de animales que están en riesgo de extinción, se tala árboles, se 
destruye hectáreas de recursos para extraer minerales, los derrames de 
petróleo, la propia guerra en el continente asiático y europeo. La 
Organizacion Mundial de Salud (2017) señala que la contaminación es 
un riesgo para la humanidad, por tanto a este problema social no solo 
veamos como una situación que afecta al medio ambiente, sino que el 
ser humano muere cada año 1,7 millones de personas al año y esto por 
la falta de un ambiente saludable y equilibrado. Pero nuestra situación 
es los delitos ambientales. En los últimos años del siglo XX y XXI se 






cumbres, protocolos y otros con el objetivo de proteger al medio 
ambiente de la contaminación. También la Constitución Política, Ley 
General del Amiente, Código Penal y demás normas que protegen a la 
naturaleza. 
 
En Latinoamérica se presenta con más notoriedad los delitos 
ambientales, esto se debe a una inadecuada implementación de la 
política criminal, en palabras de Gomez (2014) indica que los delitos 
ambientales son crimines contra la humanidad, la problemática radica en 
deforestación de bosques, degradación de suelo, deterioro ambiental, 
cambio climático, débil gestión, desechos sólidos, conciencia ambiental 
y etc.   
 
En nuestro país, la contaminación acompañado de los delitos 
ambientales de atentados contra la naturaleza, se visualiza a gran 
escala de contaminación y de aquella actitud ilícita, flagrante que no se 
sanciona ni con un proceso inmediato; la impunidad reina en Madre de 
dios (La pampa) se visualiza en Puno en la cuenca del rio Ramis, Coata, 
Ilave y otros ríos. 
 
En delitos ambientales, aun mas en flagrancia en zonas de 
explotación minera ilegal, la venta de animales, el de botar desechos 
químicos y otros constituyen delito contra el ambiente y los recursos 





los derechos procesales y el debido proceso para su defensa, ya que 
prima el principio de inocencia.  
  
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general  
¿Cuál es la consecuencia generada por la incoación del proceso 
inmediato en materia ambiental frente al derecho a la defensa del 
imputado, región de Puno -2016? 
 
1.2.2. Problema especifico  
 ¿Que el efecto genera en el imputado en materia ambiental la 
incoación al proceso inmediato por la flagrancia delictiva, región de 
Puno?   
 ¿Cuál es el momento de intervención del Ministerio Público en la 
flagrancia delictiva en materia ambiental para establecer la incoación 
del proceso inmediato, región de Puno? 
 
1.3. OBJETIVOS  
1.3.1. Objetivo general. 
Determinar la consecuencia generada por la incoación del proceso 
inmediato en materia ambiental frente al derecho a la defensa del 











1.3.2. Objetivos específicos. 
 Establecer el efecto que genera en el imputado en materia ambiental 
la incoación al proceso inmediato por la flagrancia delictiva, región de 
Puno. 
 Identificar el momento de intervención del Ministerio Público en la 
flagrancia delictiva en materia ambiental para establecer la incoación 
del proceso inmediato, región de Puno 
 
1.4. JUSTIFICACIÓN 
Los derechos fundamentales de la persona esta positivisados en la 
Constitución, en tratados internacionales, leyes, decretos y códigos; en todo 
ello se debe de respetar el debido proceso cuando es cuestionado sobre su 
conducta que puede ser ilícita. Por ello que la investigación se justifica en dar 
los motivos coherentes a la problemática sobre el proceso inmediato en delitos 











2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. A nivel internacional 
Spadotto, Romero y Araujo (2017) siendo el título de su investigación 
“inferencias sobre la ley brasilera de delitos ambientales en comparación 
con el código penal colombiano” [articulo]. En la que trata analizar las 
convergencias y divergencias interpretativas de las normas penales 
ambientales de Brasil y Colombia. En la que concluye: 
“A diferencia de la Ley de Delitos Ambientales Brasilera que desde 
su sanción procuró traer varias especificidades con relación al 
medio ambiente, el Código Penal Colombiano ha incorporado 
cuestiones ambientales con el pasar del tiempo. Un avance en la 
tipificación del maltrato animal fue incluido con el Título XI-A 
adicionado por el artículo 5° de la reciente ley 1774 de 2016 “Por 
medio de la cual se modifican el Código Civil, la Ley 84 de 1989, 
el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y se dictan 





“En ese sentido, existen ventajas de la Ley 9.605/1998 de Brasil 
en comparación con el Código Penal Colombiano en la protección 
penal del medio ambiente…” 
“Una posible razón por la cual el legislador ha mantenido los 
delitos ambientales dentro del Código Penal Colombiano y no en 
una ley específica podría ser por la necesidad de optimizar el 
sistema legal y evitar el desgaste jurídico y administrativo. Sin 
embargo, para una mejor protección del medio ambiente y los 
recursos naturales y una punición más eficiente de las conductas 
que podrían afectarlo es necesaria la inserción de varias acciones 
nocivas para el medio ambiente y que actualmente no se 
encuentran tipificadas”. 
“Es importante que la legislación penal ambiental colombiana 
camine hacia la real articulación de los sistemas administrativo, 
civil y penal, pues las afectaciones ambientales por su propia 
naturaleza no pueden ser concebidas sin un análisis holístico e 
interdisciplinar, así como las sanciones y puniciones 
correspondientes” (pp. 242-243). 
 
           Moreno (2015) siendo su título de investigación “Flagrancia en el 
derecho penal, ambiental y disciplinado como manifestaciones propias del 
derecho sancionatorio” [artículo]. En la que concluye: 
“El hecho de que la flagrancia tenga rango constitucional y haga 
referencia única y exclusivamente a conductas delictuales y a su 





otras áreas, lo que impide tenerla como una figura autónoma en el 
Derecho Ambiental y en el Derecho Disciplinario. Se debe insistir 
en la subsidiariedad de la detención, pues pueden existir otras 
medidas aplicables a otras áreas del Derecho, que impidan que 
prosiga la lesión del bien jurídico, donde se exija razonabilidad 
entre la medida y el fin pretendido…”  
Tanto en el Derecho Penal como en el Derecho Ambiental, frente 
a una conducta flagrante se toman medidas de forma inmediata 
(detención – medidas preventivas) lo que hace lógico y pertinente 
el concepto de flagrancia y una acción correspondiente a lo que el 
término significa. Hecho que no se percibe en el Derecho 
Disciplinario, pues no se establece una acción que demuestre que 
la infracción era de tal flagrancia o de tal peligro, que ameritara 
tomar una medida preventiva frente al servidor público…” 
La flagrancia en el procedimiento sancionatorio del Derecho 
Ambiental, tiene una razón de ser, prevenir, impedir o evitar la 
continuación de la ocurrencia de un hecho, la realización de una 
actividad o la existencia de una situación que atente contra el 
medio ambiente y sus recursos naturales, asemejándose a la 
finalidad que tiene en el Derecho Penal...” 
De darse un cambio a la oralidad en el Derecho Disciplinario, 
podríamos concluir que ipso facto la palabra flagrancia 
desaparecería del ordenamiento jurídico en esta materia, pues tal 





diferencia el procedimiento ordinario (escrito) al procedimiento 
verbal. 
Se debe entonces promover darle un concepto más amplio a la 
flagrancia, tal como su definición original lo permite (conducta 
toscamente visible, atrayente y que genera un rechazo inmediato 
para los que la observan), para que se adecue a las condiciones 
sociales actuales, que exigen un Derecho Sancionatorio ágil y 
efectivo ante circunstancias que al ser notoriamente visibles, se 
hacen merecedoras de sanción inmediata, siempre bajo las 
garantías y normas procesales de cada institución. 
 
           Duran (2015) siendo el título de su investigación “Diagnóstico del 
procedimiento que realiza la fiscalía desconcentrada de investigación en 
delitos ambientales y en materia de protección urbana (FEDAPUR) en la 
atención de delitos ambientales en el distrito federal” [tesis] en la que trata 
realizar un diagnóstico sobre los delitos ambientales y el procedimiento 
que realiza la Fiscalía Desconcentrada de Investigación en Delitos 
Ambientales y en Materia de Protección Urbana para la atención de estos 
delitos, así como el Impacto Ambiental que causan sobre el territorio del 
Distrito Federal. Siendo la conclusión: 
“Se realizó un diagnostico en el procedimiento, observándose que 
las reformas en materia de Delitos Ambientales no han sido del 
todo satisfactorias, en virtud de que estas obedecen o dirigen a la 





embargo es necesario re-direccionarlas con el fin de que se 
enfoquen en la reparación o compensación del daño ambiental.” 
Las denuncias ambientales presentadas con mayor frecuencia en 
el primer cuatrimestre del año 2015.fueron por cambio de uso de 
suelo o invasión de suelo representadas por el 35% de las 
denuncias y daño a especies arbóreas con 18%. Mientras que el 
delito que presenta la menos cantidad de denuncias con el 1%, es 
la extracción de la cubierta vegetal. 
Las delegaciones que presentan mayor número de denuncias son 
Benito Juárez y Cuauhtémoc, cada una con el 14% del total de la 
muestra. La Delegación que presenta la menor cantidad de 
denuncias es Coyoacán y Venustiano Carranza con 2% del total 
de la muestra analizada. Sin embargo, las principales 
Delegaciones que sufren un Impacto Ambiental por presencia de 
estos delitos ambientales son aquellas que cuentan con suelo de 
conservación, principalmente Tláhuac, Xochimilco, Tlalpan y 
Gustavo A. Madero. 
Los principales daños ambientales son aquellos generados por el 
cambio de uso de suelo, afectaciones sobre árboles y depósito de 
cascajo, esto principalmente en suelo de conservación, en virtud 
de que es una zona en la cual existen ecosistemas que sustentan 
y prestan servicios ambientales a esta metrópoli, por lo cual es de 
importancia para su cuidado y evitar el efecto que produce el 





No se tiene con certeza cuál es la utilización de los recursos 
económicos obtenidos por pago de multas y sanciones aplicadas 
para la reparación del daño ambiental causado por los delitos 
ambientales, puesto que los recursos se van a la Tesorería del 
GDF, y se desconoce la utilización de estos. No se sabe si están 
dirigidos a la restauración y/o compensación de los elementos 
ambientales afectados por los delitos ambientales (pp. 111-112). 
 
2.1.2. A nivel nacional  
Torres (2010) siendo su titulo “Los Delitos Ambientales y la Actuación 
Procesal de los Fiscales Especializados en Materia Ambiental” [articulo]. 
En la que considera analizar un tema que ha tenido gran desarrollo en 
las últimas décadas y que es particularmente importante, sobre todo en 
un país con las características sociales y medio-ambientales como el 
Perú. Siendo la conclusión: 
“Los delitos ambientales tipificados en el titulo XIII del libro 
Segundo del Código Penal son tipos penales en blanco porque 
remiten a las normas administrativas. Es decir, la conducta 
antijurídica del agente va estar determinada por su incumplimiento 
en sede administrativa; por ello se requiere de un sistema 
normativo ambiental unificado, también son tipos penales de 
peligro ya que la conducta del agente puede causar un riesgo 






• El proceso penal seguido en los delitos ambientales también son 
un tipo penal en blanco porque el fiscal exige del informe técnico 
legal elaborado por la autoridad ambiental quien luego de un 
análisis legal sobre el ilícito administrativo, entregará al fiscal; sin 
embargo no es claro si este informe es determinante para la 
formulación de acusación fiscal. 
• Las FEMA han sido recientemente creadas, se espera que los 
profesionales que lo conforman posean un alto nivel de 
especialización en Derecho Ambiental y compromiso ético 
ambiental, siendo necesario para la efectividad de su rol como 
titular de la acción penal contra los delitos ambientales tipificados 
en el título XIII lll!l” (p. 145). 
 
Choque (2017) siendo su título de investigación “Impunidad en la 
Comisión de los delitos de Minería Ilegal y Contaminación Ambiental en 
el Distrito judicial de Madre de Dios, durante el periodo 2012-2016” 
[tesis] en la que trata de identificar y analizar los factores restrictivos que 
impiden la sanción punitiva rápida y eficaz de los delitos ambientales y el 
delito de minería ilegal perpetrados por mineros ilegales/informales en el 
Distrito Judicial de Madre de Dios. En la que concluye: 
En la presente investigación ha logrado demostrarse que en el 
periodo (2012-2016) la punición de los delitos ambientales y el 
delito de minería ilegal en el Distrito Judicial de Madre de Dios ha 
sido muy limitado por la existencia de barreras o restricciones de 





pluralidad de agraviados e intereses difusos (los intereses difusos 
o colectivos del sujeto pasivo); la accesoriedad del derecho penal 
respecto al derecho administrativo; la carencia de una policía 
científica y de jueces y fiscales especializados en materia 
ambiental; la aplicación del Principio de oportunidad, la 
inaplicación del Proceso Inmediato y el estado de Indefensión de 
las Comunidades Nativas. Estos factores explican porque no se 
reprime eficazmente los delitos aludidos, generando impunidad y 
vulneración de los derechos de las Comunidades Nativas y otros 
actores sociales. 
Los delitos ambientales y sus formas agravadas previstos en los 
artículos 304 y 305 del Código Penal, son normas penales en 
blanco, técnica jurídica que en la práctica implica el traslado de la 
carga de la prueba a la autoridad ambiental, la cual en aplicación 
del Artículo 149.1 de la Ley General del Ambiente, ley 28611; 
debe emitir un informe fundamentado sobre si se ha infringido la 
legislación ambiental y por tanto el hecho denunciado puede ser 
objeto de punición…” (pp.182-188). 
 
Pastor (2011) en su investigación titulada “El proceso penal y la 
responsabilidad civil de los contaminadores del medio ambiente 
peruano” [tesis]. En el plantea su objetivo de determinar que el proceso 
penal contra los contaminadores del medio ambiente peruano, es prueba 





“En el proceso penal se aplica el Principio de la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva. 
La Teoría de la Prueba en el proceso penal en los delitos 
ambientales prueba la responsabilidad penal y civil en los 
contaminadores ambientales, es suficiente para regular la 
proporcionalidad de la reparación civil. 
No existe ningún examen médico que pruebe el daño que la 
persona fue contaminada por la minería. 
La Reparación Civil será proporcional al daño que ha sufrido la 
población. El Estado deberá Tutelar el Bien Jurídico del ambiente 
peruano. 
Las personas que son perjudicados por la minería ejercen una 
defensa con bloqueos de carreteras para proteger el agua y sus 
tierras de cultivo. 
Las personas afectadas por la minería no ejercieron el derecho de 
defensa y del Principio de Contradicción. 
Ningún proceso penal por el delito ambiental ha concluido en la 
etapa del Juzgamiento. 
En los procesos por el delito ambiental ninguna concesión minera 
fue sentenciada con pena privativa de libertad y el pago de 
reparación civil. 
La contaminación minera genera un daño al Principio de 






Calderon (2015) en su investigación que titula “Responsabilidad penal 
de los órganos de dirección de las empresas mineras respecto a los 
delitos contra el medio ambiente” [articulo]. Siendo el objetivo de 
coadyuvar a establecer, desarrollar y entender los lineamientos 
generales y específicos que sirven de plataforma jurídica para 
determinar cuándo a un órgano de dirección, llámese representante 
legal, usualmente el gerente general, director, accionista o socio de una 
compañía minera, se le puede atribuir responsabilidad penal por la 
comisión de un delito contra el medioambiente, bajo el supuesto de 
comisión por omisión, esto es, a título de omisión por el incumplimiento 
del deber de garante (deber organizacional. Siendo la conclusión: 
Conforme lo señala el artículo 314-A del Código Penal, el 
denunciante o el administrador de justicia le imputará 
responsabilidad penal por la comisión de ilícitos contra el 
medioambiente al representante legal de la empresa, de acuerdo 
con las reglas del artículo 27 (actuación en nombre de persona 
jurídica). 
En virtud de lo expuesto, el gerente general, quien usualmente 
ostenta la conducción legal de la empresa, estará siempre 
expuesto a que sobre él recaigan las imputaciones penales frente 
a cualquier investigación de un hecho ilícito. Con la finalidad de 
contrarrestar o minimizar los efectos, resultaría necesario que al 
interior de las indagaciones quien se apersone sea un apoderado 
o se nombre un representante legal con las facultades suficientes 





El establecer gerencias especializadas y que expresamente 
asuman la representación de la compañía para esos fines, 
ayudaría a que, en caso de delitos, cada uno de estos sectores 
responda independientemente. Asimismo, dentro de las 
facultades que se les otorguen, o en sus respectivos contratos de 
trabajo, debe estar consignada expresamente la obligación de 
cumplimiento de la legislación ambiental. 
En relación con los miembros del directorio o socios, y en 
atención a las reglas impuestas por los artículos 27 y 314-A del 
Código Penal, consideramos que no se le podría válidamente 
imputar o atribuir una responsabilidad penal directamente, salvo 
que se demuestre fehacientemente que hayan tomado acuerdos 
que expresamente indiquen la contravención de normas 
ambientales. 
Finalmente, resulta importante mencionar que quien interpone una 
denuncia ante cualquier autoridad puede involucrar o imputar — 
arbitrariamente— una responsabilidad penal no solo al 
representante legal de la empresa, sino que también puede 
atribuirle responsabilidades al directorio o a los socios, siendo en 
la etapa de investigación preliminar en la que se establecerá su 









2.1.3. A nivel local 
Portillo (2017) en su título de investigación “Causas jurídicas y no 
jurídicas de la inaplicación del principio de oportunidad en los casos de 
delitos de minería ilegal de la fiscalía especializada en materia ambiental 
del distrito fiscal de Puno del año 2014 - 2015” [tesis]. En la que trata de 
determinar las causas jurídicas y no jurídicas de la inaplicación del 
Principio de Oportunidad en los casos de delitos de Minería Ilegal de la 
Fiscalía Especializada en Materia Ambiental del Distrito Fiscal de Puno. 
En la que concluye.  
El incumplimiento del requisito de “suspensión de las actividades 
ilícitas de modo voluntario” por parte de los agentes comprendidos 
en la comisión de delitos de minería ilegal, exigido por el numeral 
8) del art. 2 del C.P.P.; ello en razón de que los representantes 
del Ministerio Publico de la FEMA del DF de Puno interpretan 
dicho requisito como la paralización de actividades ilícitas sin 
intervención del Ministerio Publico y la Policía Nacional, a través 
de la diligencia de constatación fiscal. 
El numeral 8) del art. 2 del C.P.P. que regula la aplicación del 
Principio de Oportunidad carece de precisión en cuanto al 
procedimiento técnico y regulación del mismo, lo que podría 
generar una falta de unidad de criterio y estandarización en la 
interpretación y consiguiente aplicación del mismo.  
Existen pocas solicitudes de aplicación del Principio de 
Oportunidad por parte de los agentes comprendidos en la 





siendo las mismas de forma verbal, más no de forma escrita (p. 
67). 
 
2.2. BASES TEORICAS 
2.2.1. El Debido Proceso  
La necesidad de indicar y precisar que el debido proceso, el de 
mencionar a juristas y doctrinarios que señalan como un derecho 
fundamental que se sigue en un proceso, sea esta penal, civil, laboral y 
etc., las condiciones y requisitos que debe de cumplir son de carácter 
jurídico y procesal. El debido proceso tiene una relación con la tutela 
jurisdiccional efectiva lo que se denominaría para  Gómez (2006) 
menciona que se expone el Due Process of Law que se refiere al debido 
proceso legal de origen anglosajón que se sitúa como una garantía en 
un proceso judicial.  
 
Para el jurista nacional Landa (2002) dice al respecto que se 
garantice el derecho al debido proceso material y formal de las personas 
y, segundo, que el Estado asegure la tutela jurisdiccional en los 
tribunales, de esta forma tanto el debido proceso como la tutela 
jurisdiccional son parte de los derecho fundamentales de los individuos. 
Sin embargo, de su origen anglosajón se señala el debido proceso 
sustantivo y el adjetivo, la primera tiene a proteger a los ciudadanos de 







 Petit (2011) señala en recuento histórico en la constitución de los 
Estados Unidos en la que se incorpora las garantías procesales más 
conocidas como las diez encomiendas, la denominación parte de 
proceso con todas las garantías siendo en ingles due process of law, 
esta garantía confiere adicionar ciertos presupuestos que se debe de 
cumplir en un proceso judicial, dentro de ello se conoce a un juez 
natural, derecho a ser odio, la legalidad, principio de presunción de 
inocencia, principio de igualdad, doble instancia y otras que la 
normatividad contempla también el desarrollo de la doctrina. 
  
La indefensión es un atentado contra los derechos de las 
personas que recurren o que se encuentran en los tribunales de justicia, 
un antecedente a mencionar juicio limpio, correcto o justo indicado en la 
Carta Magna de 1215 de Estados Unidos. La absorción a que se 
considere en los torrados internacionales es para generar la libertad en 
detenciones arbitrarias y abusos de poder. Siguiendo al jurista Landa 
(2012) indica que “…un derecho humano abierto de naturaleza procesal 
y alcances generales, que busca resolver de forma justa las 
controversias que se presentan ante las autoridades judiciales…”  (p. 
16). Su aplicación no se limita a formalidades de un proceso judicial, 
más bien es a que se deba cumplir con garantizar adecuadamente los 
derechos en los actos procesales. 
 
Para el Instituto Ibero- americano de Derecho Procesal (como se 





1. Derecho fundamental  
a) Acción judicial y acceso a los tribunales 
b) Acción contra la administración publica 
c) Tutela jurisdiccional efectiva 
d) Derecho a un juicio  justo y publico 
e) Defensa y contradictorio 
f) Derecho a la prueba 
g) Asistencia jurídica gratuita 
h) Independencia e imparcialidad de los jueces 
2. Principio y garantías estructurales. 
a) Iniciativa procesal y principio dispositivo 
b) Impulso procesal 
c) Cargas de las alegaciones y de la prueba 
d) No contestación de los hechos 
e) Buena fe y lealtad procesal 
f) Dirección del proceso 
g) Oralidad 
h) Publicidad de las audiencias 
i) Libre convencimiento 
j) Ilicitud de las pruebas 
3. Las impugnaciones 
a) Obligación de motivación  
b) Doble instancia 
c) Medios de impugnación 





4. Garantías de los derecho y de las libertades fundamentales 
a) Control constitucionalidad de las leyes y de las normas con 
fuerza de ley 
b) Amparo. Recurso constitucional directo. 
 
Según Landa (2012) menciona los derecho que integran el debido 
proceso, siendo las siguientes: 
a) Derecho de defensa: se sitúa frente a la indefensión y como 
principio de contradicción, así también la igualdad; la dimisión 
material y la formal, la primera hace mención a que acusado realiza 
su defensa y la segunda implica la defensa mediante un abogado. 
Esta normado en el Constitución Política en el artículo 139, inciso 
14. 
b) Derecho a la prueba: es la valoración de los medios de prueba con 
ciertos criterios para que sea veraz, útil y preciso, para demuestra 
ante los tribunales y que esta puedan valorar, su regulación se 
encuentra en la artículo 139, inciso 3 de la Constitución Política. 
c) Derecho a la jurisdicción predominada por ley o al Juez 
natural: la única potestad de juzgar es el Juez determinada por 
la ley ya que está referido al órgano jurisdiccional. 
d) Derecho a un Juez imparcial: Es el ejercicio del Juez de forma 
independiente, sin ser influenciado de forma externa por los 
poderes públicos o privados; así también los jueces deben de 





e) Proceso preestablecido por la ley: establecido en el inciso 3, 
artículo 139 de la Constitución Política, en la que señala que 
toda persona deberá ser juzgado bajo los procedimientos 
establecidos previamente.   
f) Derecho a la motivación: dentro de la actividad jurídica las 
resoluciones juridiciales emitidos por el juez, estas deberán de 
tener la debida motivación, regulado en la Constitución Política 
en el artículo 139, inciso 5, incluyendo en el Texto Único 
Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial encontramos 
en el artículo 14, como también en el inciso 3 y 4 del artículo 
122 y 50 inciso 6 del Código Procesal Civil. 
g) Derecho a la presunción de inocencia: el derecho tiene doble 
carácter: la primera es subjetiva que constituye en un derecho 
fundamental y la segunda es subjetiva que considera como 
valores constitucionales, se considera si la existencia del 
hecho es punible cuando es comprobado por medios 
probatorios. 
h) Derecho a la pluralidad de instancia: las decisiones judiciales 
de un Juez en primera instancia puede ser revisado en 
segunda instancia, el derecho a la pluralidad de instancia tiene 
la de garantizar a  que las resoluciones de primer grado 
puedan ser revisados por instancias superiores. 
i) Derecho de acceso a los recursos: su contenido es implico, 
pero su exigencia es que toda persona tiene plena igualdad, 





j) Derecho a ser juzgados dentro de un plazo razonable: 
constituye a que la celeridad era un derecho que se basa en el 
respeto a la dignidad humana, asegura a que la acusación sea 
en un determinado tiempo. 
k) Derecho a la cosa juzgada: en la que se prohíbe a que las 
resoluciones judiciales que hayan sido puesto fin en un 
proceso judicial se impugnen o se reabran, por ello se suscribe 
en la propia Constitución, en artículo 200, inciso 2. 
 
2.2.2. Derecho a la defensa de las personas 
Los derechos humanos tiene una trascendencia internacional e histórica; 
en los albores e inicios de la humanidad es cuando el hombre empieza a 
organizarse y agruparse en una sociedad, junto con ello surge el 
derecho de cada hombre, con el pasar del tiempo estas sociedades se 
convierten en cultura por la tradición que han creado, no obstante 
cuando aparece la escritura se empieza a plasmar en objetos para que 
la posterior generación conozca la evolución de la humanidad, por ello la 
historia del derecho es una disciplina que se ocupa de estudiar el 
fenómeno jurídico en perspectiva histórica (Gonzalez, 1994). Para 
Bernal (2010) considera sobre la historia del derecho debería de 
remontarse a la formación de la sociedad misma e incluyendo a la propia 
aparición del hombre que construyo las primeras manifestaciones 
jurídicas, las mismas que comienza con la norma de conducta como 
costumbre y parte de la religión. En las expresiones jurídicas en la época 





Hammurabi que data en los años 1753 ac., el cuerpo legal tenía una 
vigencia en la sociedad y su cumplimiento era en todo el imperio de 
Babilonia, en su tipificación legal costa de 284 artículos, en la que  data 
de cierto delitos penales incluyendo la pena de muerte, este tipo de 
delito era más contra aquellas conductas que atentaban a los interés del 
Imperio, sin duda las penas eran duras y crueles por la forma de cómo 
se castigaba;  
 
Otra expresión surge en Asia con el código de Manu, denominado 
por los personajes históricos indios, surge en el siglo VI – III a. C. en su 
cuerpo legal tiene una conformación de 12 libros en la que se distingue 
el derecho privado del público y en la que se incluye conductas éticos y 
religiosa del hombre. 
 
China es parte de la historia del derecho cuando el Emperador 
Chou en el año 233 ac. emite un Código público y general, sin embargo 
China ya tenía legislación elaborado por las anteriores dinastías. En 
cada cultura se inicia a conocer las expresiones jurídicas, en África, en 
los hebreos y es hasta llegar al derecho griego en la que se empleó la 
corriente de la reflexión filosófica. Las leyes de Licurgo referido al 
gobierno y administración  de la ciudad-Estado, incluyéndose la vida los 
ciudadanos. Después del derecho griego se manifiesta el derecho 







Se establece que desde que se dieron las acusaciones a las 
personas que cometían algún delito deberían de ser juzgados y 
condenados, ello implicaba que surgiera una figura jurídica como la 
defesa del imputado o el derecho a la defensa en los tribunales, en el 
derecho romano se tenía la defensa del imputado. La expresión sobre el 
derecho a la defensa se daba en el derecho griego cuando una persona 
era imputado de cierto acto que constituía una ofensa a las costumbres, 
por ello que el proceso penal era presidido por el consejo de ancianos y 
la asamblea que realizaba juicios, en esta situación el ofendido 
presentaba cargos y el acusado podía defenderse por sí mismo y en 
ciertas ocasiones era auxiliado por otra persona y posterior a ello se 
dictaba la sentencia (Colin, 1980). En el Derecho romano durante el 
transcurso se observa en la monarquía estableciendo dos delitos los de  
crimena publica y delicta privata, siendo la pena del  suplicium y 
damnum, la primera ejecución de culpables y la segunda el pago 
monetario; en la Republica se muestra las ley de XII tablas, esta 
legislación tuvo modificaciones lo que las partes alegaban, inicia el 
principio de publicidad por lo que los actos de acusación, defensa y 
decisión se les encomendaba a terceras personas.  
 
 Robleto (2013) sostenía que el proceso acusatorio penal en la 
antigüedad siendo esto en las ciudades de Grecia y Roma, la defensa 
constituía un derecho indiscutible del imputado, a quien se le informaba 





incorporación del defensor en procesos penales ya tenía connotación 
por una actuación en  los tribunales. 
 
En el transcurso de la historia y de la defensa el acusado recibía 
copia de las declaraciones testificales después de las indagatoria, por lo 
que era necesario su defensa en el proceso penal, esta era designado 
por el Juez de oficio en ocasiones. Durante el siglo XVI en Italia se 
prohibía a que el defensor no podía asistir a la indagación, también 
durante los años de 1498 y 1539 se suprimió la intervención del 
defensor, lo que sostenía en la ordenanza era que la indagación era 
secreto. Según Robleto (2013) señala  
La Ordenanza de 1539, en su artículo 162, y la célebre 
Ordenanza Criminal de 1670, en su artículo 8, título XIV, 
establecieron paladinamente que: "los acusados debían 
responder por su boca y sin la asistencia y el ministerio de otras 
personas". La ordenanza de 1670 llegó a establecer, como 
principio general, que los acusados no podían tener ningún 
defensor (p. 13). 
 
De lo que indica el autor, se la defensa se admitía 
excepcionalmente solo en los siguientes casos que era de concusión, 
peculado y otros. Sin embargo, después de la expulsión al defensor, 
después de la revolución francesa de 1789 se vuelve a introducir a que 





prohibir a un acusado a tener un defensor.  En lo que indica Robespierre 
(como se citó en Velez 1963)  
(…) derecho está fundado sobre los primeros principios de la 
razón y de la justicia: no es otra cosa que el derecho esencial e 
imprescriptible de la defensa natural. Si no me es permitido 
defender mi honor, mi vida, mi libertad, mi fortuna, por mí mismo, 
cuando yo lo quiero y cuando yo lo puedo, y en caso de que no 
tenga los medios, por medio de aquél que yo veo como el más 
ilustrado, el más virtuoso, el más humano, el más vinculado a mis 
intereses, entonces vosotros violáis a la vez, la Ley sagrada de la 
naturaleza y de la justicia, y todas las nociones del orden social 
(p. 376). 
 
        Por estos motivos el acusado pude elegir a su defensor sea esta 
uno u varios que estén a su defensa, si en caso el acusado no tendría 
un defensor, el juez de oficio le designara un defensor público. En 
declaraciones, convenios y tratos internacionales establecen a que el ser 
humano deberá de ser tratado con todas las garantías que la 
normatividad establece, respetando su dignidad.  
 
2.2.2.1. Defensa de la persona en los tratados internacionales  
En el marco normativo internacional se establecen ciertos criterios para 
que los países adopten y protejan los derechos de la personas sean 
criminales o inocentes, por esta situación que la persona tiene la 





derecho fundamentales de la persona es la libertad, fraternidad y la 
libertad proclamados en la resolución francesa de 1789. Por lo que, la 
Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 señala en su 
artículo 9 “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni 
desterrado”, así mismo en el artículo 10 considera: 
“Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a 
ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente 
e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones 
o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia 
penal”  
 
De esta forma, en el artículo 11 indica: 
1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se 
presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, 
conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 
asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el 
momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho 
nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave 
que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Humanos de 1966 
considera conforme a los principios que protegen a la seres humanos y 
la defensa de ella cuando esta se encuentre en peligro de ser vulnerado 





1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personal. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión 
arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las 
causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido 
en ésta. 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su 
detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, 
de la acusación formulada contra ella. 
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 
será llevada sin demora ante un Juez u otro funcionario 
autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá 
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su 
libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier 
otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la 
ejecución del fallo. 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de 
detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin 
de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su 
prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa 






Así mismo, en el artículo 10 considera sobre los derechos de la persona: 
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y 
con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo 
en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un 
tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no 
condenadas; 
b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y 
deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor 
celeridad posible para su enjuiciamiento. 
3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya 
finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los 
penados. Los menores delincuentes estarán separados de los 
adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y 
condición jurídica. 
 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el año de 1976 señala 
al respecto sobre los derechos de la persona sobre su defensa, en el artículo 7 
dice “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
experimentos médicos o científicos”, De igual forma en el artículo 9 inciso del 1 
al 5  considera: 
1 (…) Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. 
Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas 





2 Toda persona detenida será informada, en el momento de su 
detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, 
de la acusación formulada contra ella. 
3 Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal 
será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado 
por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser 
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. 
La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas 
no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar 
subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del 
acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las 
diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 
4 Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención 
o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que 
éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión 
y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 
5 Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, 
tendrá el derecho efectivo a obtener reparación. 
 
El artículo 14 inciso 3 literal “d” señala: 
“A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente 
o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si 
no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, 





defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios 
suficientes para pagarlo”. 
 
En la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 en el 
artículo 8 inciso 2 literal “d” dice “derecho del inculpado de defenderse 
personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de 
comunicarse libre y privadamente con su defensor”, en el literal “e” 
señala “derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare 
defensor dentro del plazo establecido por la ley” y en el literal “f” indica 
“derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”.  
  
La persona que es privado es libertad, deberá ser informado por el 
motivo de su detención y el respectiva derecho al debido proceso y su 
defensa a inocencia.   
 
2.2.2.2. Defensa de la persona en la normatividad nacional 
En el marco normativo nacional se establece el derecho a la defensa de 
la persona cuando es acusado por un hecho ilícito que haya cometido, 
por ello en la Constitucion Politica del Peru en el artículo 2 inciso 24 
literal “d” señala “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión 





manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado 
con pena no prevista en la ley”, as también, en el literal “e” indica “Toda 
persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad”, en el literal “g” sostiene “. Nadie 
puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el 
esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por 
la ley”; los derechos mencionados protegen a cualquier ciudadano. Sin 
embargo en la Constitucion Politica del Peru de 1979 considera en su 
artículo 2 inciso 20 literal “f” sostiene “Toda persona es considerada 
inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad”, de esta forma en el literal “h” menciona “Toda persona 
será informada inmediatamente y por escrito de la causa o razones de 
su detención. Tiene derecho a comunicarse y ser asesorado con un 
defensor de su elección desde que es citado o detenido por la 
autoridad”, asi también en el literal “i” indica “Nadie puede ser 
incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un 
delito y en la forma y el tiempo previsto por la ley. La autoridad está 
obligada a señalar sin dilación el lugar donde se halla la persona 
detenida, bajo responsabilidad”; en ambas constituciones protegen a la 
persona en cuanto frente a un proceso penal, ya que es necesario tener 
en cuenta que la libertad de la persona es un derecho fundamental e 
incluyendo su inocencia, también consideramos que el debido proceso 






De lo indicado, el derecho a la defensa se menciona en la Carta Magna 
de 1993 en el artículo 139 principios de la administración de justicia en el 
inciso 14 sostiene “. El principio de no ser privado del derecho de 
defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será informada 
inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención. 
Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su 
elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por 
cualquier autoridad”, asi también en la Constitución Política de 1979 
artículo 233 inciso 9 sostiene “La de no ser penado sin juicio ni privado 
del derecho de defensa en cualquier estado del proceso. El Estado 
provee la defensa gratuita a las personas de escasos recursos”, para, 
Beltran (2005) quien indica que toda persona tiene derecho de defensa 
garantizada cuando estas se encuentra detenido; en cambio para Rubio 
(1999) sostiene que la persona acusa tiene el derecho de expresar su 
propia versión de los hechos y de argumentar su descargo frente a la 
acusación que se le imputa, cabe destacar que el asesoramiento de un 
abogado permite garantizar su defensa de la mejor manera, inclusive la 
importancia permite a que la defensa sea practicado en vida cotidiana. 
 
2.2.2.3. Conceptualización de la defensa   
La conceptualización sobre el derecho a la defensa como una garantía 
que protege los derechos de la persona que es acusado de un delito, el 
término de defender implica un mecanismo de lucha para el ser humano; 
En la antigüedad el advocati era termino vocablo con la que se le 





una profesión, sin embargo en la actualidad el derecho a la defensa es 
realizado por los abogados de profesión, en definición para Hernandez 
(2012) considera como el acto procesal en la que consiste en la 
obligación de conocer los cargos, ser oído, asistido por un abogado 
particular o de oficio, alegar y presentar los respectivos medios 
probatorios; Para el Derecho Peruano (2008) señala al respecto es una 
institución que se observa en todo proceso judicial, a fin de no recortar 
los derechos individuales y desarrollar la transparencia procesal. Este 
derecho que se le atribuye a las partes para que sean oídas y mediante 
el principio de oralidad se pueda debatir los hechos y defender con 
medios idóneas su defensa a la inocencia. 
 
En el proceso penal, la intervención del fiscal que realiza la 
acusación y el imputado tendrá el derecho a la tutela judicial efectiva, lo 
cual implica que el tribunal garantizara el debido proceso con la 
seguridad adecuada para un proceso penal adecuado. 
 
La defensa, es considerado como un derecho humano reconocido 
por distintas normas que se ya mencionaron en párrafos anteriores, por 
lo que su reconocimiento es cuando inicia un proceso penal en la que la 
parte procesales acusada tendrá el deber de demostrar mediante 
pruebas idóneas su inocencia, sin embargo cabe mencionar que el 
principio de inocencia es un derecho del imputado. Para juristas como 
Cruz (2015) dice “…la defensa e intereses de la persona, en juicio y ante 





principios de igualdad de las partes y de contradicción” (p. 3). La 
comprobación de su culpabilidad es conforme la ley, de la misma forma 
el precepto de que nadie será condenado por actos u omisiones que en 
el acto no fuese ilícita.  
 
La igualdad ante la Ley y el contradicción son garantías de que 
nadie puede ser juzgado por un tribunal parcial y sin prueba que 
demuestren la responsabilidad del acto ilícito, según Landa (2010) 
sostiene que el derecho a la defensa consiste en una obligación de ser 
oído, asistido por un abogado a elección del imputado o contrario censu 
designado de oficio por un Juez, la intervención del defensor implica el e 
alegar y probar en el proceso penal la inocencia del sujeto acusado, 
además esta intervención no es de mera formalidad ya que la ausencia 
de la parte procesal acusado implica la nulidad de los actos procesales. 
Por ello el derecho a la defensa el Tribunal Constitucional que ha 
señalado en la sentencia STC 06648-2006-HC/TC, sobre el derecho a la 
defensa: 
La Constitución, en su artículo 139, inciso 14, reconoce el derecho 
a la defensa, en virtud de dicho derecho se garantiza que los 
justiciables, en la protección de sus derechos y obligaciones, 
cualquiera que sea su naturaleza (civil, mercantil, penal, laboral, 
etc.), no queda en estado de indefensión, en el seno de un 
proceso judicial, cualquiera de las partes resulta impedida, por 





necesarios, suficientes y eficaces para defender sus derechos e 
interés legítimos (f. 4). 
   
La defensa tiene valor e importancia en todo proceso judicial, como lo 
indica la sentencia mencionada, cualquiera que sea su naturaleza no 
puede quedar sin defensa el sujeto acusado. Para Torres (2008) dice 
“...que tiene toda persona, de solicitar ante un órgano de justicia, una 
solución justa ante un determinado litigio” (p. 254). En ese sentido se 
parecía que las partes deben de estar en la posibilidad de ser 
escuchados y tener la igualdad de armas ante los tribunales. De esta 
forma Torres (2008) señala las características: 
1. en un derecho reconocido constitucionalmente. 
2. comprende una  serie de derechos derivados o conexos como: 
a) conocer los fundamentos de la imputación. 
b) Conocer los motivos de la detención (esto con la finalidad de 
que se pueda ser detenido de manera eficaz, contando con todos 
los elementos de juicio). 
c) el derecho de ser condenado en ausencia. 
d) derecho a una justicia penal gratuita y, con ello, la garantía de 
la defensa de oficio para aquellas personas que no cuenten con 
los recursos suficientes para ejercer plenamente su derecho a la 
defensa. 
e) derecho a impugnar las resoluciones judiciales que lo 
perjudiquen. 





g) derecho de guardar silencio y a o ser obligado a declarar contra 
su voluntad (en este aspecto, entra tallar, el tema de las torturas 
que a todas luces, no puede permitirse por tratarse de una 
vulneración flagrante a los derechos humanos). 
h) En general, todo aquello que se respete y ajuste a un debido 
proceso, que permita que el derecho de defensa sea debidamente 
ejercitada. 
 
El derecho a la defensa, es esencial de todo ciudadano y está en 
el derecho de ejercerlo. En ningún momento y bajo ninguna motivación 
no se puede  privar el derecho a la defensa; las circunstancias que lo 
apremian como un elemento esencial para que exista relación con el 
principio de contradicción. Sin embargo, existe la fusión económica  o el 
estatus económico de la persona, siendo esto que cuando una persona 
carece de economía el estado tiene la obligación de asistir con una 
defensa publica de forma gratuita, por esta situación es que la asistencia 
jurídica se adecua para que no exista la desigualdad procesal y que 
ambas partes procesales tengan las mismas condiciones de poder 
defender la causa.    
 
No obstante, cabe la cuestión en que la defensa pública no 
cumple con el papel fundamental de defender, es decir que la actuación 
de defensor público es de forma descuidado, por lo que su actuación 
debería de ser de forma diligente para que pueda garantizar los 





2.2.3. Derecho Ambiental 
2.2.3.1. Antecedentes históricos del Derecho Ambiental  
Desde la aparición del hombre sobre la tierra ha surgido cambios en el 
ambiente, durante los años de su evolución y el adaptarse al medio 
ambiente fue un transcurso en la que el hombre tuvo que sobrevivir. El 
surgimiento del derecho ambiental es a la necesidad de explotar los 
recursos renovables y los no renovables con el sustento de proteger el 
ambiente, desde épocas antiguas como la cultura romana se 
consideraba como el “res communi”, es decir que la naturaleza, el agua, 
la fauna, la flora, los yacimientos, y el ambientes eran cosas de la 
comunidad, con excepción de ciertos derechos particulares que son 
tenían magnitud (La Gaceta Juridica, 2012). Según Miranda (2013) 
indica que un recuento histórico se tiene desde el:  
Código de Aguas en la que la regla era de proteger contra la 
contaminación de las aguas imponiendo infracciones;  
Código de Hammurabi se tiene la importancia a la protección de la 
naturaleza;  
Babilonia se dio el Derecho forestal;  
China se establece parque para la exhibición de animales y los 
bosques;  
India existía áreas naturales reservadas;  
Ley de las XII Tablas se dispuso que se prohibía sepultar o 
cremar a los muertos en la ciudad, con el fin de proteger el 





Los griegos y romanos siendo que Justiniano abogo por “res 
communes ómnium”;  
Digesto VI se indica que sería el primer cuerpo legal que señala el 
termino de contaminación siendo la siguiente descripción “Fit 
iniura contra bonos mores…si quis…aguas spurcaverit, fistulas, 
lacus quidve aliud ad iniuriam publicam contaminaverit: in quos 
graviter animadverti solet”1; 
Fuero Juzgo VII señala en su normatividad a aquellos que 
causaban daño a bosques, como castigo era cincuenta azotes y el 
pago del valor; 
Fuero de Madrid de 1202,  señala que donde se votaba basura se 
prohibía lavar ropa y también se tenía que poner bozal a las 
mascotas; 
Partidas de Alonso X, XII, en l partida tres, titulo XXVIII, Ley III se 
indica el valor universal y patrimonial de la humanidad a las 
aguas, lluvia, mar y aire; 
Ordenanza de Granada 1552 establece limpieza de las aguas y 
daños potenciales al medio; 
Fuero Viejo de Castilla 1771 en la que indicaba principios de 
reforestación obligatoria y responsabilidad por el daño. 
 
Los acontecimientos contra la naturaleza hicieron a que el Derecho 
Ambiental surgiera, esto fue originándose desde la antigüedad como ya 
                                                 
1  En la traducción que establece Miranda “Ofende las buenas costumbres quien echara estiércol a 
alguien, o le manchara con cieno o lodo, o ensuciara las aguas y contaminara las cañerìas y depósitos u 





se mencionó en líneas arribas, antes del Código de Hammurabi hasta la 
actualidad se tiene una regulación normativa sobre esta materia. Estas 
normatividad tenía la de conservar la naturaleza y evitar su destrucción 
por la humanidad. En cambio para Latinoamérica el Derecho Ambiental 
es posible señalar tres periodos, la primera corresponde comprende la 
producción legislativa en el siglo XIX con las primeras constituciones y 
códigos; el segundo periodo es por la promulgación de decreto y 
reglamentos para sobre los recursos naturales, la salud pública, las 
aguas, la pesca y otros, siendo el año de 1974 incorporando la dimisión 
ambiental; el tercer periodo fue contemporáneo de este proceso de 
institucionalización como un derecho fundamental y/o colectivo (La 
Gaceta Juridica, 2012). 
 
Sobre el Derecho Ambiental en nuestro país es desigual por los 
problemas contemporáneos, su evolución es parte de la legislación que 
ha tenido, según el Ministerio del Ambiente (2016) se tiene una serie de 
normas que fueron aprobados sobre el ambiente y la gestión de 
recursos naturales, siendo las siguientes: 
1. En la colonia: se dio la primera legislación ambiental, siendo las 
27 ordenanzas de Lima de 1553, las disposiciones normaba los 
cerco de los solares, siembra de sauces, protección a los árboles, 
protección a los frutales, la limpieza y mantenimiento de las 
fronteras de las casas, cuidado del agua etc., se incluye los 85 





2. Inicios de la República: Bolívar dicto 5 normas en 1825 desde 
Lima, creando la Dirección de Minería, la prohibición de matanza 
de vicuña, repartición de tierras y otros. 
3. Primeras décadas de la República: la legislación del agua, las 
leyes orgánicas de municipalidades (1834) y el ambiente (1853).   
 
Durante el transcurso de la historia existió varias reformas en materia 
de Derecho ambiental, desde la colonia hasta la actualidad se tiene una 
serie de normatividad en la que se prohíbe y se penaliza desarrollado en 
el Código Penal, la ley General del Ambiente, Decretos supremos que 
protegen al ambiente. 
 
2.2.3.2. Conceptualización del Derecho ambiental  
Como principios y normas jurídicas que regulan toda conducta de la 
persona y de la sociedad sobre el ambiente, esta regulación tiende a 
proteger los recursos naturales, siendo aquellos que son renovables y 
los no renovables. Por lo que, para Lanegra (2006) sostiene es una 
disciplina jurídica en formación y que hace frente a la problemática 
ambiental que genera responsabilidad, asi mismo para Lopez y Ferro 
(2006) dice que debe de corresponder al derecho ecológico, según 
Andaluz (2006) dice: 
Es el conjunto de normas y principios de acatamiento imperativo, 
elaborados con la finalidad de regular las conductas humanas 





ambiente al que pertenece, a fin de lograr un ambiente sano y el 
desarrollo sostenible (p. 503). 
 
Las definiciones pueden ser varias, sin embargo la naturaleza 
esencial es proteger la naturaleza de todos los seres vivos, la 
codificación de ciertas conductas en una norma puede ser cuestionable, 
como también las actitudes del ser humano es rechazable cuando 
comete ciertas acciones y omisiones con respecto a la protección del 
ambiente, pero para guardar el equilibrio entre el hombre y él ser 
humano es una utopía en la actualidad por la propia observación de 
cometer actos que afectan al ambiente.   
 
     La importancia del Derecho Ambiental es de mitigar y prevenir el 
impacto de las acciones del ser humano en su actividad diaria de 
satisfacer sus necesidades. El deber de proteger no solo debe de ser un 
mandato imperativo de la Constitución Política o de la Ley general del 
Ambiente, debe de considerarse parte de una costumbre. De esta forma 
el daño que se ocasiona se extiende a los demás ramas del Derecho, 
como es la indemnización y la pena privativa de libertad por causar y 
atentan contra un bien jurídico protegido. Según Huaman (2016) 
argumenta que en el Derecho Ambiental se tiene dos etapas la primera 
que hace mención a la conservación del medio ambiente; y la segunda 
que la conciencia ambiental dividiéndose en dos partes una que es de 





2.2.3.3. Enfoque del Derecho ambiental  
En la actualidad se tiene dos enfoques sobre el ambiente, esta se 
desarrolla según la concepción del hombre sobre la naturaleza 
incluyendo la interpretación de la norma, según Huaman (2016) señala 
dos enfoques: 
a) Enfoque antropocéntrica: argumenta en que la preservación del 
ambiente debe de ser por razón de protección del hombre, y su 
aprovechamiento es esencial para la sobre vivencia del 
incluyendo su explotación de la recursos naturales. Este enfoque 
se considera para la creación de la normas en materia de 
ambiente. 
b) Enfoque Ecocéntrico: se basa en la protección del ambiente 
dejando de lado los interés del hombre sobre la explotación de 
recursos, ya que su argumento se centra de que el hombre como 
la naturaleza tienen una relación y es un componente, es decir es 
su complemento de la naturaleza.    
 
      Ambos enfoques determinan la diversa forma de concebir a la 
naturaleza, en una teorización entendamos a que el antropocentrismo es 
una concepción europea por la propia forma de explotación sin 
considerar ciertos parques y áreas ecológicas, su interés es aprovechar 
los recursos naturaleza; la segunda es mas una concepción 
Latinoamericana por el interés del hombre en buscar el respeto a la 





2.2.3.4. Principios del Derecho Ambiental  
Según la consideración de Huaman (2016) menciona los principios 
centrales del Derecho Ambiental, las cuales son: 
a) Principio de prevención: se encuentra regulado en la Ley General del 
Ambiente, Ley N° 28611 regulado en su artículo V que dice: “La 
gestión ambiental tiene como objetivos prioritarios prevenir, 
vigilar y evitar la degradación ambiental. Cuando no sea 
posible eliminar las causas que la generan, se adoptan las 
medidas de mitigación, recuperación, restauración o eventual 
compensación, que correspondan” 
El presente principio es dos aspectos a analizar, la primera es 
a evitar un daño significativo en el ambiente, por lo que para 
dicha hecho se estableció tres acciones que es de vigilar, 
prevenir y evitar; la segunda corresponde a la prevención 
siendo la situación en que hay situaciones en que no se puede 
evitar, por ello se da la orden de mitigar y restaurar el daño 
ambiental.  
En el principio mencionado la regla general es prevención o 
evitar una contaminación ambiental. 
b) Principio de precaución: se encuentra regulado en el artículo VII de la 
Ley General del Ambiente, en la que señala: “Cuando haya peligro 
de daño grave o irreversible, la falta de certeza absoluta no debe 
utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas 





La precaución tiene una distinta estructura con la que opera, siendo 
la posibilidad de cuando se causara un daño grave o irreversible, 
dicho indicios se basan en datos objetivos que dan cuenta de la 
existencia de un daño. 
c) Principio contaminador: regulado en el articulo VIII de la Ley General del 
Ambiente, en la que señala: 
” Toda persona natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el 
costo de los riesgos o daños que genere sobre el ambiente.  
El costo de las acciones de prevención, vigilancia, restauración, 
rehabilitación, reparación y la eventual compensación, relacionadas con 
la protección del ambiente y de sus componentes de los impactos 
negativos de las actividades humanas debe ser asumido por los 
causantes de dichos impactos. 
Se menciona el asumir la responsabilidad por el daño causado 
mediante el costo de los riesgos, la teoría económica prevalece en este 
principio, como también el de pagar por el acto que ha contaminado el 
ambiente.  
 
2.2.4. Delito Ambiental 
Cuando referimos a delitos ambientales, se hace alusión aquel 
comportamiento que se atenta contra la naturaleza, dañando el 
ambiente en donde habitan animales y seres humanos; ya que el control 
social sirve para prevenir, controlar y sancionar todo acción que propicia 
un daño al bien jurídico protegido por la Ley. La prevención es parte de 
una política del Estado para controlar aquellos fenómenos sociales que 





sistema de normas articulados para la protección de habitad de los seres 
vivos. 
 
En la sociedad de riesgo, liquida, global, de conocimiento y etc, 
tan cuantos adjetivos que con la que se denomina, pues en ella nos 
encontramos inmersos con comportamientos que causan riesgo y 
peligro a los demás seres vivos que habitan en este mundo. Sin duda la 
modernidad ha transformado y cambiado a los seres humanos en su 
consumismo capital. 
 
Cuando se contaminación se trata es observar la destrucción del 
ambiente, esta acción que es una conducta, típica, antijudía y culpable; 
cada uno de estos elementos por la que una conducta es considerado 
un delito tiene a lesionar un bien jurídico protegido por la normatividad, 
aquel movimiento voluntario con dolo o sea sin dolo, que al final logre 
dañar o destruir.  
 
Los Delitos ambientales se encuentran tipificados en el Codigo 
Penal en el título XIII Delitos Ambientales, Capítulo I Delitos de 
Contaminación, siendo los artículos: 
Articulo 304.- contaminación del ambiente 
El que, infringiendo leyes, reglamentos o límites máximos 
permisibles, provoque o realice descargas, emisiones, emisiones 
de gases tóxicos, emisiones de ruido, filtraciones, vertimientos o 





las aguas terrestres, marítimas o subterráneas, que cause o 
pueda causar perjuicio, alteración o daño grave al ambiente o sus 
componentes, la calidad ambiental o la salud ambiental, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro años 
ni mayor de seis años y con cien a seiscientos días-multa. 
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de libertad no 
mayor de tres años o prestación de servicios comunitarios de 
cuarenta a ochenta jornadas.” 
Articulo 305.- formas agravadas 
La pena privativa de libertad será no menor de cuatro años ni 
mayor de siete años y con trescientos a mil días-multa si el agente 
incurre en cualquiera de los siguientes supuestos:  
1. Falsea u oculta información sobre el hecho contaminante, la 
cantidad o calidad de las descargas, emisiones, filtraciones, 
vertimientos o radiaciones contaminantes referidos en el artículo 
304, a la autoridad competente o a la institución autorizada para 
realizar labores de fiscalización o auditoría ambiental. 
2. Obstaculiza o impide la actividad fiscalizadora de auditoría 
ordenada por la autoridad administrativa competente.  
3. Actúa clandestinamente en el ejercicio de su actividad. Si 
por efecto de la actividad contaminante se producen 
lesiones graves o muerte, la pena será: 1. Privativa de 
libertad no menor de cinco años ni mayor de ocho años y 






2. Privativa de libertad no menor de seis años ni mayor de 
diez años y con setecientos cincuenta a tres mil quinientos 
días-multa, en caso de muerte. 
Articulo 306.- incumplimiento de las normas relativas al manejo de 
residuos solidos. 
El que, sin autorización o aprobación de la autoridad competente, 
establece un vertedero o botadero de residuos sólidos que pueda 
perjudicar gravemente la calidad del ambiente, la salud humana o 
la integridad de los procesos ecológicos, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de cuatro años. 
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de libertad no 
mayor de dos años.  
Cuando el agente, contraviniendo leyes, reglamentos o 
disposiciones establecidas, utiliza desechos sólidos para la 
alimentación de animales destinados al consumo humano, la pena 
será no menor de tres años ni mayor de seis años y con 
doscientos sesenta a cuatrocientos cincuenta días- multa. 
Articulo 307.- tráfico ilegal de residuos peligrosos 
El que ingrese ilegalmente al territorio nacional, use, emplee, 
coloque, traslade o disponga sin la debida autorización, residuos o 
desechos tóxicos o peligrosos para el ambiente, resultantes de un 
proceso de producción, extracción, transformación, utilización o 





de cuatro años ni mayor de seis años y con trescientos a 
cuatrocientos días-multa. 
Artículo 307-A.- delito de minería ilegal 
El que realice actividad de exploración, extracción, explotación u 
otro acto similar de recursos minerales metálicos y no metálicos 
sin contar con la autorización de la entidad administrativa 
competente que cause o pueda causar perjuicio, alteración o daño 
al ambiente y sus componentes, la calidad ambiental o la salud 
ambiental, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de cuatro ni mayor de ocho años y con cien a seiscientos días-
multa. 
La misma pena será aplicada al que realice actividad de 
exploración, extracción, explotación u otro acto similar de recursos 
minerales metálicos y no metálicos que se encuentre fuera del 
proceso de formalización, que cause o pueda causar perjuicio, 
alteración o daño al ambiente y sus componentes, la calidad 
ambiental o la salud ambiental. 
Si el agente actuó por culpa, la pena será privativa de libertad, no 
mayor de tres o con prestación de servicios comunitarios de 
cuarenta a ochenta jornadas. 
Articulo 307-B.- formas agravadas 
La pena será no menor de ocho años ni mayor de diez años y con 
trescientos a mil días-multa, cuando el delito previsto en el 






1. En zonas no permitidas para el desarrollo de actividad minera.  
2. En áreas naturales protegidas, o en tierras de comunidades 
nativas, campesinas o indígenas.  
3. Utilizando dragas, artefactos u otros instrumentos similares 
4. Si el agente emplea instrumentos u objetos capaces de poner 
en peligro la vida, la salud o el patrimonio de las personas.  
5. Si se afecta sistemas de irrigación o aguas destinados al 
consumo humano.  
6. Si el agente se aprovecha de su condición de funcionario o 
servidor público.  
7. Si el agente emplea para la comisión del delito a menores de 
edad u otra persona inimputable. 
(…) 
Articulo 308.- tráfico ilegal de especies de flora y fauna silvestre 
El que adquiere, vende, transporta, almacena, importa, exporta o 
reexporta productos o especímenes de especies de flora silvestre 
no maderable y/o fauna silvestre, sin un permiso o certificado 
válido, cuyo origen no autorizado conoce o puede presumir, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres años ni 
mayor de cinco años y con ciento ochenta a cuatrocientos días-
multa. 
Articulo 308-A.- tráfico ilegal de especies acuáticas de la flora y 
fauna silvestre.  
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres 





días-multa, el que adquiere, vende, transporta, almacena, importa, 
exporta o reexporta productos o especímenes de especies 
acuáticas de la flora y/o fauna silvestre bajo cualquiera de los 
siguientes supuestos: 
1. Sin un permiso, licencia o certificado válido.  
2. En épocas, cantidades, talla o zonas que son prohibidas 
o vedadas. 
(…) 
Articulo 309.- formas agravadas 
En los casos previstos en los artículos 308, 308-A, 308-B y 308-C, 
la pena privativa de libertad será no menor de cuatro años ni 
mayor de siete años cuando el delito se cometa bajo cualquiera 
de los siguientes supuestos: 
1. Cuando los especímenes, productos, recursos genéticos, 
materia del ilícito penal, provienen de áreas naturales protegidas 
de nivel nacional o de zonas vedadas para la extracción de flora 
y/o fauna silvestre, según corresponda. 
2. Cuando los especímenes, productos o recursos genéticos 
materia del ilícito penal, provienen de las tierras o territorios en 
posesión o propiedad de comunidades nativas o campesinas; o, 
de las Reservas Territoriales o Reservas Indígenas para pueblos 
indígenas en situación de aislamiento o de contacto inicial, según 
corresponda. 
3. Cuando es un funcionario o servidor público que omitiendo 





delictivo en su tipo básico, o permite la comercialización, 
adquisición o transporte de los recursos de flora y fauna 
ilegalmente obtenidos. 
4. Mediante el uso de armas, explosivos o sustancias tóxicas.  
5. Cuando se trate de especies de flora y fauna silvestre o 
recursos genéticos protegidos por la legislación nacional. 
Articulo 310.- delitos contra los bosques o formaciones boscosas 
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro 
años ni mayor de seis años y con prestación de servicios 
comunitarios de cuarenta a ochenta jornadas el que, sin contar 
con permiso, licencia, autorización o concesión otorgada por 
autoridad competente, destruye, quema, daña o tala, en todo o en 
parte, bosques u otras formaciones boscosas, sean naturales o 
plantaciones. 
(…) 
Articulo 3010-C.- formas agravadas 
En los casos previstos en los artículos 310, 310-A y 310-B, la 
pena privativa de libertad será no menor de ocho años ni mayor 
de diez años, bajo cualquiera de los siguientes supuestos:  
1. Si se comete el delito al interior de tierras en propiedad o 
posesión de comunidades nativas, comunidades campesinas, 
pueblos indígenas, reservas indígenas; o en reservas territoriales 
o reservas indígenas a favor de pueblos indígenas en contacto 





vedadas, concesiones forestales o áreas de conservación 
privadas debidamente reconocidas por la autoridad competente. 
2. Si como consecuencia de la conducta prevista en los artículos 
correspondientes se afecten vertientes que abastecen de agua a 
centros poblados, sistemas de irrigación o se erosione el suelo 
haciendo peligrar las actividades económicas del lugar. 
3. Si el autor o partícipe es funcionario o servidor público.  
4. Si el delito se comete respecto de especímenes que han sido 
marcados para realizar estudios o han sido reservados como 
semilleros. 
5. Si el delito se comete con el uso de armas, explosivo o similar.  
6. Si el delito se comete con el concurso de dos o más personas.  
7. Si el delito es cometido por los titulares de concesiones 
forestales.  
8. Si se trata de productos o especímenes forestales maderables 
protegidos por la legislación 
nacional. La pena privativa de libertad será no menor de diez años 
ni mayor de doce años cuando:  
1. El agente actúa como integrante de una organización 
criminal.  
2. El autor causa lesiones graves o muerte durante la 
comisión del hecho delictivo o a consecuencia de dicho 
acto.  
3. Si el hecho delictivo se realiza para cometer delitos 





4. Financie o facilite la comisión de estos delitos. 
Articulo 311.- utilización de tierras agrícolas 
El que, sin la autorización de cambio de uso, utiliza tierras 
destinadas por autoridad competente al uso agrícola con fines de 
expansión urbana, de extracción o elaboración de materiales de 
construcción u otros usos específicos, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de dos años ni mayor de cuatro 
años. 
La misma pena será para el que vende u ofrece en venta, para 
fines urbanos u otro cualquiera, tierras zonificadas como uso 
agrícola. 
Articulo 312.- autorización de actividad contraria a los planes o 
usos previstos por la ley 
El funcionario o servidor público que autoriza o se pronuncia 
favorablemente sobre un proyecto de urbanización para otra 
actividad no conforme con los planes o usos previstos por los 
dispositivos legales o el profesional que informa favorablemente, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos 
años ni mayor de cuatro años e inhabilitación de un año a tres 
años conforme al artículo 36 incisos 1, 2 y 4. 
Articulo 313.- alteración del ambiente o paisaje  
El que, contraviniendo las disposiciones de la autoridad 
competente, altera el ambiente natural o el paisaje urbano o rural, 





tala de árboles, será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de cuatro años y con sesenta a noventa días-multa. 
 
Hemos señalado los delitos ambientales de contaminación y de recursos 
naturales que son tipificados en nuestra normatividad, la realidad de 
nuestro país con una desigualdad, la propia exclusión y la falta de 
trabajo formal, la minería o le comercio ilegal en general atenta contra el 
ambiente deteriorando de forma progresiva. Sin embargo para frenar 
dicha situación anómala se dio una serie de normatividades con 
interdicción, pero eso no logra a que se establezca el imperio de la ley; 
por ello para Peña (2013) señala  “la generación de un foco de riesgo es 
el baremo valorativo que determina cuando una conducta humana 
ingresa a un terreno antijuridicidad, sea éste administrativo, civil y penal; 
a partir de un criterio ex ante y ex post, respectivamente” (p. 53). Por 
esta situación la Ley General del Ambiente en su artículo 24.1 establece 
que toda actividad humana que implique construcciones, obras, servicios 
y otras actividades, así como las políticas, planes y programas públicos 
susceptibles de causar impactos ambientales de carácter significativo, 
está sujeta, de acuerdo a ley, al Sistema Nacional de Evaluación de 
Impacto Ambiental - SEIA, el cual es administrado por la Autoridad 
Ambiental Nacional. La ley y su reglamento desarrollan los componentes 
del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental. De ello que 
toda acción que causa daño con un resultado de contaminación es 






2.2.4.1. Delitos de contaminación  
La lesividad sobre el bien jurídico tutelado recaen en el ambiente, la 
problemática radica en que mediante sustancias químicas o de forma 
natural se llega a contaminar un determinado área en un habitad. En lo 
actual con un avance en la tecnología no se llega proteger o mitigar la 
contaminación. Para Huaman (2016) sostiene que este proceso va de la 
mano con la creación de tipos penales conexos, como son el delito de 
minería ilegal o el tráfico de residuos peligrosos; la Constitución Política 
en su artículo 2, inciso 22 garantiza a que todo individuo tiene el derecho 
de vivir en un ambiente equilibrado. El delito de contaminación tiene una 
estructura típica, siendo: 
a) Como objeto de protección el ambiente: los delitos ambientales tiene 
una penalidad, de esta forma el legislador tenía la finalidad de 
proteger en ambiente y los recursos naturales para que el ser 
humano pueda vivir en tranquilidad. Según el Tribunal Cosntitucional 
Pleno Jurisdiccional recaída en el Exp. N° 0048-2004-AI, en la que 
señala que el derecho a gozar de una ambiente equilibrado 
“debemos referirnos al derecho en sí. Nuestra Constitución ha 
elevado al nivel de fundamental dicho derecho; siendo ello así, el 
Estado tiene el deber de efectivizar su plena vigencia, así como 
prever los mecanismos de su garantía y defensa en caso de  
transgresión” (f. 17).  
b) Un delito de peligro concreto: la protección requiere de un derecho 





los riesgos de modernidad involucrando al sujeto activo del delito 
(Peña, 2013). 
c) Superación de riesgo permitido: es el parámetro de riesgo que una 
sociedad está dispuesta a tolerar para poder seguir desarrollándose, 
la limitación a ver cuanto nos hallamos frente aun riesgo permitido 
(Huaman, 2016). 
d) Potencialidad de Causación: el acto de contaminar alcanza a generar 
un daño mediante la descarga de emisiones que contamina el 
contexto y la atmosfera. 
e) Formas agravantes: Huaman (2016) considera que son: básicas, 
falseamiento u ocultamiento, la obstrucción de fiscalización y la 
realización de clandestinidad. 
 
2.2.4.2. Delitos contra los recursos naturaleza 
Los recursos naturales como la biodiversidad son concentraciones de 
áreas, parques, en la que albergan a fauna y flora en su diversidad. La 
protección jurídica sobre estos recursos son definidos como bienes o 
servicios existentes en el ambiente. La Constitución en su artículo 66 
señala “los recursos naturales, renovables y no renovables, son 
patrimonio de la Nación…”, asi también, la Ley General del Ambiente, 
Ley N° 28611 en su articulo 84 dice “se considera recursos naturales a 
todos los componentes de la naturaleza, susceptibles de ser 
aprovechables por el ser humano…”, según la Ley Organica para el 





en el articulo 3 señala “… todo componente de la naturaleza susceptible 
de ser aprovechado por el ser humano para la satisfacción de sus 
necesidades…”, de la definición que establece la normatividad se 
entiende como un componente para su aprovechamiento siendo 
renovable y no renovable. 
 
Su ilicitud se basa en aquel tráfico comercial de fauna y flora, la 
modalidad de este delito se configura en la extracción de ciertas 
especies que están en protección y que se considera una especie en 
peligro en extinción, otras agravantes es los instrumentos con la que 
realiza el acto ilícito.    
 
2.2.5. El proceso penal 
Desde la antigüedad ya se dio el sistema procesal, cabe recordar que 
desde los primeros códigos que surgieron como es el Hammurabi y 
Manu de forma implícita se realizaba el proceso penal, por ello en las 
culturas griegas y romana se practicaba la acción penal. No indicaremos 
un aspecto histórico del proceso, sin embargo es necesario indicar que 
durante el transcurso la evolución del proceso penal se ha incorporado 
con formalismo. En esta situación se tiene dos sistemas: la primera es el 
acusatorio y la segunda es el inquisitivo.  
 
En nuestro país se tiene ciertas características sobre el proceso 
penal, según Salmon (2010) sostiene que dentro de los 4 códigos 





Materia Penal de 1863 se dividía en dos etapas una sumaria y la otra 
plenaria: la segunda que es el Código de Procedimientos en Materia 
Criminal de 1920 por influencia francesa en la que la acción penal es 
ejercida por el Ministerio Publico, el proceso se divide en dos etapas 
dirigido por el juez siendo la instructiva y el juicio oral; la tercera el 
Código de Procedimientos Penales de 1939 se desarrolla en dos etapas, 
la instructiva y el juicio y la ultima es el Código Procesal Penal de 2004 
siendo de carácter acusatorio con tres etapas procesal, la preparatoria, 
intermedia y el juicio oral. Dentro del vigente proceso penal se tiene dos 
procesos  una que es la común y la otra que es la inmediata o especial. 
 
El proceso en la conceptualización de juristas, para Levene (1993) 
señala que es el cumplimiento de formalidades, entendido como un acto 
procesal  que se relaciona a causa y efecto, según Aragon (2003) dice 
que es un conjunto de fenómenos, de acción de acontecimiento que se 
sucede en el tiempo, también comprende a los demás ramas del 
derecho como el civil, administrativo, laboral y otros. En algunas 
nociones el Derecho Procesal Penal es una disciplina en la que contiene 
todo los actos procesales de las partes procesal e incluyendo de los 
sujetos procesales para discutir sobre la responsabilidad o inocencia de 
un sujeto que ha cometido una delito. Según el jurista Baumann (1986) 
está contenido por normas que regulan la determinación y realización de 
estas pretensiones penal estatal, otra noción es que amenaza como 






     En los tipos de proceso, según Calderon (2011) sostiene al 
proceso inmediato, terminación anticipada y proceso de seguridad. Sin 
embargo los procesos penales se dan en dos formas, la primera es 
común y la segunda el proceso inmediato. 
 
2.2.5.1. Proceso común 
La conducta del individuo que comete algún delito tipificado en el Código 
Penal es acusado por el fiscal que tiene un proceso con sus respectiva 
tres etapas, sin duda esta estructura es realizado con tiempos 
determinados, para el jurista Ore (2008) señala que tiene un diseño 
general el del proceso, así como el papel que se asigna a los sujetos 
procesales; en el proceso común se debe de cumplir con las tres fases, 
siendo las siguientes: 
a) Fase de investigación preparatoria: comprende las diligencias 
preliminares. 
b) Fase intermedia: esta a cargo del juez de investigación 
preparatoria, en esta fase se dan los sobreseimientos, acusación 
y el auto de enjuiciamiento. 
c) Fase de juzgamiento: comprende el juicio oral y la contradicción, 
es decir la actuación de los sujetos procesales. 
 
Los principios que rigen este tipo de proceso son: la acusación, la 
presunción de inocencia, plazo razonable, legalidad, oralidad, publicidad, 





2.2.5.2. Proceso inmediato  
Amerita indicar que trata de un proceso abreviado, ya que en este 
proceso no se requiere observar y esperar los plazos establecidos que 
se encuentran de las tres fases (investigación preparatoria, intermedia y 
juzgamiento), el fiscal que solicita el trámite es en este caso por 
flagrancia delictiva. La normatividad que regula es Decreto Legislativo 
que Regula el Proceso Inmediato en Casos de flagrancia, siendo el 
Decreto Legislativo N° 1194, que modifica el Código Procesal Penal los 
artículo 446, 447 y 448; así mismo el proceso inmediato simplifica sin 
requerir investigación, evitando las etapas del proceso común. 
   
Para Calderon (2011) dice al respecto “se trata de un proceso 
simplificado o abreviado al haberse alcanzado prontamente los objetivos 
de la investigación, razón por la cual no es necesario agotar los 
plazos…” (p. 185). La razón por la que tiene celeridad es que los actos 
de investigación resulta ser innecesarios, según el jurista peruano San 
Martin (2016) indica que la característica principal de este proceso es su 
celeridad, también en el Codigo Procesal Penal en los artículos 446 
indica los supuesto en los que se aplica el proceso inmediato: 
1. El Fiscal debe solicitar la incoación del proceso inmediato, bajo 
responsabilidad, cuando se presente alguno de los siguientes 
supuestos:  
a) El imputado ha sido sorprendido y detenido en flagrante delito, 





b) El imputado ha confesado la comisión del delito, en los 
términos del artículo 160; o  
c) Los elementos de convicción acumulados durante las 
diligencias preliminares, y previo interrogatorio del imputado, sean 
evidentes.  
2. Quedan exceptuados los casos en los que, por su complejidad, 
de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 342, 
sean necesarios ulteriores actos de investigación.  
3. Si se trata de una causa seguida contra varios imputados, sólo 
es posible el proceso inmediato si todos ellos se encuentran en 
una de las situaciones previstas en el numeral anterior y estén 
implicados en el mismo delito. Los delitos conexos en los que 
estén involucrados otros imputados no se acumulan, salvo que 
ello perjudique al debido esclarecimiento de los hechos o la 
acumulación resulte indispensable. 
4. Independientemente de lo señalado en los numerales 
anteriores, el Fiscal también deberá solicitar la incoación del 
proceso inmediato para los delitos de omisión de asistencia 
familiar y los de conducción en estado de ebriedad o 
drogadicción, sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 del 










El termino proviene de la palabra latin flagrans, flagrantis, participio del 
verbo flagrare, que tiene el significado de arder o quemar y que su 
realización es actual (San Martin, 2016). La situación en que el 
delincuente es sorprendido cuando este delinquía o realizaba la 
conducta típica sancionada en la normatividad. 
 
Otra situación es la confesión del delincuente que afirmar ser 
autor de los hechos ilícitos, también es el recogimiento y la participación 
en el hecho objeto, también denominado como un acto procesal en la 
que declara libre, consciente, sincera y con veracidad sobre los hechos 
ocurridos. La evidencia delictiva, es el supuesto en que se presenta las 
pruebas que establece un vínculo con el imputado en la comisión 
delictiva. 
 
En conceptualización podemos indicar que la flagrancia es aquel 
acto ilícito en que es sorprendido un sujeto perpetrando un bien jurídico 
protegido, además este momento es detectado por la policía o los 
ciudadanos que proceden a la detención correspondiente. 
 
En la doctrina se establece los tipos de flagrancia, por ello para 
Tejada (2016) indica: 
a) Flagrancia estricta: que se desarrolla cuando el sujeto es 
sorprendido en el mismo momento de estar ejecutando el hecho 





b) Cuasi flagrancia, el sujeto que ha incurrido en el hecho es seguido o 
perseguido por la policía, además la ejecución esta concretado, pero 
el sujeto es detenido poco después. 
c) Presunción de flagrancia, el sujeto que realizo el hecho y es 
sorprendido con los objetos sustraídos, los indicios que llevan a que 
es el autor de la acción. 
 
De los tipos de flagrancia que se sitúa en la doctrina, ya que a 
cada tipo penal de acuerdo a la acción que concretiza el sujeto le cabe 
una flagrancia, en esta situación de delitos ambientales caben los tres 
tipos de flagrancia ya que al sujeto se le puede sorprender en el lugar de 
los hechos como poco después con animales que está prohibido su 
matanza o su venta.  
 
2.2. MARCO TEÓRICO CONCEPTUAL. 
Ambiente 
El ambiente se entiende como un conjunto; es decir como un conjunto 
de elementos que interactúan entre si. Por ende, implica en compendio 
de elementos naturales – vivientes o inanimados- sociales y culturales 
existentes en un lugar y tiempo determinado, que influye en la vida 
material y psicológica de los seres humanos. Por dicha razón, es objeto 
de protección jurídica y forma parte del bagaje de la tutela de los 
derechos humanos (Sentencia del Tribunal Constitucional, 2002, 






Podemos afirmar que el Derecho Penal es la rama del saber jurídico 
que, mediante la interpretación de las leyes penales, propone a los 
jueces un sistema orientador de las decisiones que contiene y reduce el 
poder punitivo, para el progreso del Estado constitucional de derecho 
(Zaffaroni, 2002) 
Daño  
Sería importante comprender, que el daño es toda lesión a un interés 
jurídico siendo que es el interés es el núcleo sobre el que gira el derecho 
subjetivo. Por lo tanto el interés de la facultad para lograr satisfacer 
ciertas necesidades. Si queremos clasificar el daño resarcible, no hay 
que atender a la naturaleza de los derecho lesionados, sino al daño en si 
mismo (J. F. Calderon, 2005, p. 9).  
Consumación del delito 
En el caso de delitos ya consumados podrían plantearse la existencia de 
una figura conocida como arrepentimiento postdelictum. Esto implica un 
arrepentimiento por parte del sujeto activo una vez cometido el crimen, el 
cual repara parcial o totalmente el daño, constituyendo así una 









2.4.1. Hipótesis de trabajo. 
La aplicación del proceso inmediato por la flagrancia en los delitos 
ambientales genera la confinación al derecho a la defensa del imputado, 
región de Puno 
 
2.4.2. Análisis de Variables e Indicadores  
 Variable independiente 
Proceso inmediato en delitos ambientales por la flagrancia delictiva 
 Variable dependiente 











METODO DE INVESTIGACIÓN 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
Para la presente investigación se enmarca en el racionalismo crítico, 
médate le método de carácter Hipotético – Deductivo, lo que implica 
que debe de ser contrastados con la evidencia empírica. 
La formulación de la hipótesis es necesario para validar, para 
Hernandez., Fernandez, y Batista (2014) señala que la hipótesis son las 
guías de la investigación, sin embargo no necesariamente son 
verdaderas, pero su comprobación es necesario. 
 
3.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN  
En la investigación se considera el diseño de no experimental de tipo 
transversal, por lo que en la definición de Briones (2002) señal que “son 
aquellas en las que el investigador no tiene el control sobre la variables 










3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA. 
 Población:  
La población está constituido por un conjunto de personas que es 
seleccionado para la investigación, siendo como la población objetiva 
general.     
 
 Muestra: 
Para la investigación la muestra se extrae de la población general, asi también 
se extrae mediante una formula estadística, por lo que la muestra es 167 
abogados de la región de Puno. 
La fórmula que se aplico es el aleatorio simple:  
MUESTREO ALEATORIO SIMPLE 
  N = 95  = Tamaño de la población 
P = 0.50  = probabilidad favorable inicial 
Q = 0.50  = probabilidad desfavorable inicial 
α  = 0.05  = nivel de significancia 
Z = 1.96 
 = Z  = Z0.05/2 = 1.96 (Z de distr. 
Normal 2 colas) 
e= 0.18  = error planteado 
 
E= 0.09 













3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS  
 Técnica. 
Se utilizó la técnica de cuestionario pre-codificado que constituye varias 
preguntas con respectivas alternativas que son acorde al objetivo de la 
investigación   
 
 Instrumentos. 
El instrumento que se utilizó es la encuesta que cosiste en aplicar a la 
población objetiva seleccionada, con el cual se extrae información precisa 
para facilitar la investigación y analizar los datos estadísticos. 
 
 Estilo o normas de redacción utilizado 
El estilo o norma de aplicación para la redacción y estructuración del 






























Tabla 1 aplicación de la flagrancia  en delitos ambientales 
La aplicación de la flagrancia en delitos ambientales en la autoridad permite según 
la intervención flagrante en delitos ambientales permite proteger el medio ambiente  
tabulación cruzada 
La aplicación de la flagrancia en 
delitos ambientales en la 
autoridad permite 
La intervención flagrante en delitos 

























Recuento 37 6 0 43 




Recuento 0 89 0 89 
% del total 0% 53% 0% 53% 
Interponer 
sanciones a los 
infractores 
Recuento 0 9 26 35 
% del total 0% 5% 16% 21% 
Total Recuento 37 104 26 167 
% del total 22% 62% 16% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La aplicación de la flagrancia en delitos 
ambientales en la autoridad permite y la variable La intervención flagrante en 





H1: Existe relación entre la variable La aplicación de la flagrancia en delitos 
ambientales en la autoridad permite y la variable La intervención flagrante en 
delitos ambientales permite proteger el medio ambiente   
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 248,729a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 232,090 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 134,036 1 ,000 
N de casos válidos 167 
  
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 5,45. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 
















Ilustración 1 aplicación de flagrancia en delitos ambientales 
 







Interpretación estadística de la tabla Nº 1, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según las acciones legales que desarrolla la autoridad competente en 
la aplicación de la flagrancia en delitos ambientales por la protección que 
genera la intervención flagrante para proteger el medio ambiente encontramos 
que al imponerse medidas cautelares en un 22% la intervención flagrante 
permite dictar acciones preventivas a sujetos usuarios del medio ambiente, al 
interponerse medidas preventivas en un 53% la intervención flagrante permite 
garantizar la protección ecológica como derecho colectivo y al solo 
interponerse sanciones a los infractores en un 16% corresponde a la 








Tabla 2 dificultad del fiscal en la aplicación del proceso inmediato 
La finalidad de la aplicación del proceso inmediato en los delitos ambientales por una 
dificultad que encuentra el fiscal determinar la sanción en delitos ambientales mediante 
el proceso inmediato tabulación cruzada 
La finalidad de la aplicación del 
proceso inmediato en los delitos 
ambientales 
Una dificultad que encuentra el fiscal 
determinar la sanción en delitos ambientales 



















Recuento 25 2 0 27 
% del total 15% 1% 0% 16% 
Busca frenar la 
contaminación 
ambiental 
Recuento 0 96 4 100 




Recuento 0 0 40 40 
% del total 0% 0% 24% 24% 
Total Recuento 25 98 44 167 
% del total 15% 59% 26% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La finalidad de la aplicación del proceso 
inmediato en los delitos ambientales y la variable Una dificultad que encuentra 
el fiscal determinar la sanción en delitos ambientales mediante el proceso 
inmediato 
H1: Existe relación entre la variable La finalidad de la aplicación del proceso 





el fiscal determinar la sanción en delitos ambientales mediante el proceso 
inmediato 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 297,356a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 268,956 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 151,863 1 ,000 
N de casos válidos 167 
  
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 4,04. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 









Ilustración 2 finalidad del proceso inmediato en delitos ambientales 
 








Interpretación estadística de la tabla Nº 2, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según la finalidad de la aplicación del proceso inmediato en los 
delitos ambientales por la dificultad que halla el representante del ministerio 
público en sustentar la responsabilidad penal del imputado en delitos 
ambientales encontramos que al buscar la celeridad procesal en el proceso 
inmediato en un 15% se considera que limitan el desarrollo de las diligencias 
preliminares por la celeridad en la naturaleza del proceso, al buscarse disminuir 
o limitar la contaminación ambiental en un 57% manifiestan que el proceso 
inmediato limita el derecho a la defensa del imputado infraganti en materia 
ambiental y al buscar la regulación de las infracciones ambientales en un 24% 







Tabla 3 efectos supuestos que establece el fiscal  en la aplicacion de  
proceso inmediato 
El supuesto que mayor énfasis establece el fiscal en la aplicación del proceso 
inmediato en delitos ambientales por un efecto que haya generado el proceso 
inmediato en el imputado por delitos ambientales tabulación cruzada 
El supuesto que mayor énfasis 
establece el fiscal en la aplicación 
del proceso inmediato en delitos 
ambientales 
Un efecto que haya generado el proceso 

















El hecho que el 




Recuento 91 0 0 91 
% del total 54% 0% 0% 54% 
El imputado 
haya confesado 
la comisión del 
delito 
Recuento 5 46 0 51 







Recuento 0 1 24 25 
% del total 0% 1% 14% 15% 
Total Recuento 96 47 24 167 
% del total 57% 28% 14% 100% 









H0: No existe relación entre la variable El supuesto que mayor énfasis 
establece el fiscal en la aplicación del proceso inmediato en delitos ambientales 
y la variable Un efecto que haya generado el proceso inmediato en el imputado 
por delitos ambientales 
H1: Existe relación entre la variable El supuesto que mayor énfasis establece el 
fiscal en la aplicación del proceso inmediato en delitos ambientales y la variable 
Un efecto que haya generado el proceso inmediato en el imputado por delitos 
ambientales 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 300,040a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 277,481 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 155,442 1 ,000 
N de casos válidos 167 
  
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 3,59. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Ilustración 3 supuestos del fiscal en procesos inmediato 
 








Interpretación estadística de la tabla Nº 3, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según el supuesto requerido en la aplicación del proceso inmediato 
en el representante del ministerio público por el efecto que se generó al 
imputado en delitos ambientales encontramos que al fundarse el hecho en el 
que el imputado a sido sorprendido y detenido en flagrancia den un 54% se 
genera la autoincriminación del imputado en su declaración, al motivarse al 
imputado a la confesión del ilícito actuado en un 28% se motiva la confesión 
sincera del imputado por la presión de la diligencia y al motivarse la imputación 
en los elementos de convicción encontrados durante las diligencias en un 14% 







Tabla 4 intervención del fiscal en delitos ambientales y el tipo de prueba 
que se sustenta 
El momento de intervención del fiscal en delito flagrante en materia ambiental por el 
tipo de pruebas que se sustentan en las diligencias preliminares por la celeridad 
procesal tabulación cruzada 
El momento de intervención del 
fiscal en delito flagrante en 
materia ambiental 
El tipo de pruebas que se sustentan en las 












Recuento 19 2 0 21 
% del total 11% 1% 0% 13% 
A la culminación o 
después de haberse 
cometido el hecho 
punible 
Recuento 0 48 0 48 
% del total 0% 29% 0% 29% 
En la huida o 




Recuento 0 1 97 98 
% del total 0% 1% 58% 59% 
Total Recuento 19 51 97 167 
% del total 11% 31% 58% 100% 




H0: No existe relación entre la variable El momento de intervención del fiscal en 
delito flagrante en materia ambiental y la variable El tipo de pruebas que se 
sustentan en las diligencias preliminares por la celeridad procesal 
H1: Existe relación entre la variable El momento de intervención del fiscal en 
delito flagrante en materia ambiental y la variable El tipo de pruebas que se 
sustentan en las diligencias preliminares por la celeridad procesal 
Nivel de significancia 






Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 307,225a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 284,613 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 160,053 1 ,000 
N de casos válidos 167 
  
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 2,39. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Ilustración 4 intervención del fiscal en delitos ambientales 
 







Interpretación estadística de la tabla Nº 4, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según el momento de intervención del fiscal en el delito flagrante por 
el tipo de pruebas que se encuentran en las diligencias preliminares por la 
celeridad del proceso inmediato en materia ambiental encontramos que al 
realizarse la intervención durante la realización del hecho punible en un 11% se 
hallan pruebas objetivas o materiales, al intervenirse en la flagrancia en la 
culminación o después de haberse cometido el hecho punible en un 29% se 
hallan pruebas subjetivas o cuantificables y al darse la intervención en la huida 
o durante las 24 horas de producido el hecho punible en un 58% se imputa en 






Tabla 5 dificultad del fiscal en la incoación de proceso y la dificultad en el 
juicio oral en delitos ambientales 
Una dificultad que haya el fiscal en la incoación de proceso inmediato en la 
investigación de delitos ambientales por una limitación que encuentra el fiscal 
durante el juicio oral en el desarrollo del proceso inmediato en delitos ambientales 
tabulación cruzada 
Una dificultad que haya el fiscal 
en la incoación de proceso 
inmediato en la investigación de 
delitos ambientales 
Una limitación que encuentra el fiscal 
durante el juicio oral en el desarrollo del 


























Recuento 48 1 0 49 




teoría del caso 
Recuento 0 20 4 24 






Recuento 0 0 94 94 
% del total 0% 0% 56% 56% 
Total Recuento 48 21 98 167 
% del total 29% 13% 59% 100% 




H0: No existe relación entre la variable Una dificultad que haya el fiscal en la 





variable Una limitación que encuentra el fiscal durante el juicio oral en el 
desarrollo del proceso inmediato en delitos ambientales 
H1: Existe relación entre la variable Una dificultad que haya el fiscal en la 
incoación de proceso inmediato en la investigación de delitos ambientales y la 
variable Una limitación que encuentra el fiscal durante el juicio oral en el 
desarrollo del proceso inmediato en delitos ambientales 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 290,614a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 279,861 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 159,909 1 ,000 
N de casos válidos 167   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 3,02. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Ilustración 5 dificultad del proceso en la incoación del proceso inmediato 
 







Interpretación estadística de la tabla Nº 5, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según la dificultad que halla el fiscal al desarrollar la investigación en 
delitos ambientales al incoarse al proceso inmediato por las limitaciones 
durante el juicio oral encontramos que al no hallarse prueba documental para el 
tipo penal en un 29% se dificulta la participación de testimonios, técnicos, 
pericias o informes documentados, la hallar dificultad por la poca posibilidad de 
consolidar una teoría del caso en un 12% el fiscal tiene dificultad en la 
elaboración de teorías de caso en materia ambiental y al encontrar dificultad en 
la actuación de medios probatorios en el desarrollo del juicio en un 56% el 







Tabla 6 factores en la diligencia preliminar y la dificultad en la celeridad 
procesal 
Un factor circunstancial que limita las diligencias preliminares en delitos infraganti en 
materia ambiental por una dificultad que general la celeridad procesal en la naturaleza 
del proceso inmediato en materia ambiental tabulación cruzada 
Un factor circunstancial que limita 
las diligencias preliminares en 
delitos infraganti en materia 
ambiental 
Una dificultad que general la celeridad 
procesal en la naturaleza del proceso 












ad penal del 
autor 
Limitación de la 
inspección por 
acceso territorial 
Recuento 84 0 0 84 
% del total 50% 0% 0% 50% 
La dificultad de 
captura de los 
imputados por su 
huida 
Recuento 4 30 0 34 
% del total 2% 18% 0% 20% 
La dificultad de 
responsabilizar 
las herramientas 
de la actividad 
ilegal 
Recuento 0 1 48 49 
% del total 0% 1% 29% 29% 
Total Recuento 88 31 48 167 
% del total 53% 19% 29% 100% 




H0: No existe relación entre la variable Un factor circunstancial que limita las 
diligencias preliminares en delitos infraganti en materia ambiental y la variable 
Una dificultad que general la celeridad procesal en la naturaleza del proceso 





H1: Existe relación entre la variable Un factor circunstancial que limita las 
diligencias preliminares en delitos infraganti en materia ambiental y la variable 
Una dificultad que general la celeridad procesal en la naturaleza del proceso 
inmediato en materia ambiental 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 299,604a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 302,463 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 159,675 1 ,000 
N de casos válidos 167 
  
a. 0 casillas (0,0%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 6,31. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 






Ilustración 6 factor circunstancias que limita las diligencias en delitos 
flagrantes 
 








Interpretación estadística de la tabla Nº 6, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, según factor circunstancial que limita las diligencias preliminares en 
delitos ambientales por la dificultad que genera la celeridad procesal en la 
naturaleza del proceso inmediato en materia ambiental encontramos que al 
encontrarse limitaciones en la inspección por acceso territorial en un 50% la 
celeridad procesal limita el desarrollo de las diligencias preliminares, al hallarse 
dificultades en la captura de los imputados por su huida en un 18% no se 
cuenta con el apoyo logístico en la intervención y al encontrar dificultad de 
responsabilizar las herramientas de la actividad ilegal en un 29% no se logra 






Tabla 7 dificultad en flagrante según la incoación delito  
Una dificultad legal que se haya en delito flagrante en materia ambiental*Dificultad 
procesal se haya en la incoación de delito flagrante en materia ambiental tabulación 
cruzada 
Una dificultad legal que se haya 
en delito flagrante en materia 
ambiental 
Dificultad procesal se haya en la incoación 















Recuento 19 0 0 19 
% del total 11% 0% 0% 11% 
Determinar la 
individualizació
n de la 
participación 
Recuento 1 55 0 56 
% del total 1% 33% 0% 34% 






Recuento 0 5 87 92 
% del total 0% 3% 52% 55% 
Total Recuento 20 60 87 167 
% del total 12% 36% 52% 100% 




H0: No existe relación entre la variable Una dificultad legal que se haya en 
delito flagrante en materia ambiental y la variable Dificultad procesal se haya en 
la incoación de delito flagrante en materia ambiental 
H1: Existe relación entre la variable Una dificultad legal que se haya en delito 
flagrante en materia ambiental y la variable Dificultad procesal se haya en la 





Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor gl Sig. asintótica (2 caras) 
Chi-cuadrado de Pearson 300,829a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 272,312 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 154,163 1 ,000 
N de casos válidos 167   
a. 1 casillas (11,1%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo 
esperado es 2,28. 
 
Prueba de Hipótesis.- La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra  que la asociación entre las variables, es 









Ilustración 7 dificultad en delitos flagrantes en materia ambiental 
 







Interpretación estadística de la tabla Nº 7, investigación realizada sobre la 
confinación al derecho a la defensa por la incoación al proceso inmediato en 
flagrancia en delitos ambientales según percepción de los abogados en el 
contexto, al encontrarse dificultad legal en materia ambiental por la dificultad 
procesal que se halla en la incoación del proceso inmediato en materia 
ambiental encontramos que no poder identificarse la autoría y responsabilidad 
del imputado en un 11% la dificultad procesal se basa en la tipificación 
pluriofensiva del hecho, al no poder determinar la individualización de la 
participación en un 33% dificulta la celeridad procesal y al limitar la sanción las 
licencias o concesiones no reguladas o la superposición de competencias en 








PRIMERA.- Se determinó como consecuencia de la incoación al proceso 
inmediato en materia ambiental que en un 15% limita el desarrollo 
de las diligencias preliminares por la celeridad procesal, en un 
57% limita el derecho a la defensa del imputado y solo en un 24% 
promueve el acogimiento del principio de oportunidad. En los 
delitos prescritos en los artículos 311 y 312 del Código Penal. 
SEGUNDA.- Se establece como efecto generado por la incoación del proceso 
inmediato en el imputado en materia ambiental que en un 28% 
motiva la confesión sincera por la presión diligencial y en un 57% 
genera la autoincriminación por su declaración que rinde en sede 
físcal. 
TERCERA.- Se identificó que el momento de intervención en delito flagrante en 
materia ambiental que en un 13% ser realiza la intervención 
durante la realización del hecho punible, en un 29% se realiza la 
intervención a la culminación o después de haberse cometido el 
hecho punible y en un 59% se realiza en la huida o durante las 24 






PRIMERA.- Al Ministerio Público en la incoación del proceso inmediato en 
delitos ambientales  es de gestionar el informe técnico de las 
autoridades competentes o sectoriales en el requerimiento de la 
acusación limitando vulneraciones procesales en el imputado sin 
vulnerar los derechos fundamentales de los imputados  
SEGUNDA.- Al Ministerio Público en las acciones idóneas desarrolladas para 
salvaguardar los derechos ambientales ejecutar medidas 
cautelares para garantizar el derecho colectivo sin la vulneración 
del derecho a la defensa del imputado 
TERCERA.- A los abogados patrocinadores incoar el principio de inocencia y la 
confinación al derecho a la defensa frente a la incoación del 
proceso inmediato en materia ambiental 
CUARTA.-  Al Estado para que pueda implementar políticas ambientales 
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UNIVERSIDAD ANDINA NÉSTOR CÁCERES VELÁSQUEZ 
FACULTAD DE CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS 
ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO   
CUESTIONARIO 
La presente encuesta tiene como fin obtener información que acredite el 
resultado de la investigación sobre CONFINACIÓN AL DERECHO A LA 
DEFENSA FRENTE A LA FLAGRANCIA EN DELITOS AMBIENTALES POR 
LA  APLICACIÓN DEL PROCESO INMEDIATO, REGIÓN DE PUNO – 2016 
para lo cual solicitamos su sincera colaboración en  el llenado del  presente 
cuestionario, cuya información será eminentemente confidencial, 
anticipadamente  agradecemos  su colaboración. 
 
1. ¿La aplicación de la flagrancia en delitos ambientales en la autoridad 
permite…? 
a) imponer medidas cautelares  
b) interponer medidas preventivas  
c) interponer sanciones a los infractores  
2. ¿La intervención flagrante en delitos ambientales permite proteger el medio 
ambiente por…? 
a) dictar acciones preventivas a los sujetos usuarios del medio ambiente 
b) garantizar el funcionamiento de los ecologistas como derecho colectivo 
c) al hallarse infraganti al causar daño al medio ambiente  
3. ¿Indique cuál es la finalidad de la aplicación del proceso inmediato en los 
delitos ambientales? 
a) busca la celeridad procesal  
b) busca frenar la contaminación ambiental  
c) busca regular las infracciones ambientales  
4. ¿Indique una dificultad que encuentra el fiscal determinar la sanción en 
delitos ambientales mediante el proceso inmediato? 
a) limita las diligencias preliminares por la celeridad  
b) limita el derecho a la defensa adecuada 
c) el acogimiento del principio de oportunidad  
5. ¿Indique el supuesto que mayor énfasis establece el fiscal en la aplicación 
del proceso inmediato en delitos ambientales? 
a) el hecho que el imputado a sido sorprendido y detenido en flagrancia  
b) el imputado haya confesado la comisión del delito  
c) se hayan encontrado elementos de convicción durante las diligencias  
6. ¿Indique un efecto que haya generado el proceso inmediato en el imputado 
por delitos ambientales? 
a) genera la autoincriminación en su declaración  
b) motiva la confesión sincera por la presión diligencial  
c) limita la persecución penal por acusación directa 





a) durante la realización del hecho punible  
b) a la culminación o después de haberse cometido el hecho punible  
c) en la huida o durante las 24 horas de producido el hecho punible  
8. ¿Indique el tipo de pruebas que se sustentan en las diligencias preliminares 
por la celeridad procesal? 
a) pruebas objetivas  
b) pruebas subjetivas  
c) pruebas indiciarias  
9. ¿Indique una dificultad que haya el fiscal en la incoación de proceso 
inmediato en la investigación de delitos ambientales? 
a) la excesiva dependencia del medio de prueba documental  
b) poca posibilidad de consolidar una teoría del caso  
c) dificultad de actuación de medios probatorios en juicio  
10. ¿Una limitación que encuentra el fiscal durante el juicio oral en el desarrollo 
del proceso inmediato en delitos ambientales? 
a) participación de testimonios técnicos, periciales o informes documentados 
b) dificultad de elaboración de teorías del caso  
c) la participación o colaboración de declaraciones testimoniales  
11. ¿Indique un factor circunstancial que limita las diligencias preliminares en 
delitos infraganti en materia ambiental? 
a) limitación de la inspección por acceso territorial  
b) la dificultad de captura de los imputados por su huida  
c) la dificultad de responsabilizar las herramientas de la actividad ilegal 
12. ¿Indique una dificultad que general la celeridad procesal en la naturaleza 
del proceso inmediato en materia ambiental? 
a) desarrollo de las diligencias preliminares  
b) apoyo logístico en la intervención  
c) acreditar la responsabilidad penal del autor  
13. ¿una dificultad legal que se haya en delito flagrante en materia ambiental 
es…? 
a) identificar la autoría y responsabilidad del imputado  
b) determinar la individualización de la participación  
c) las licencias o concesiones no reguladas o superposición de competencias  
14. ¿Indique que dificultad procesal se haya en la incoación de delito flagrante 
en materia ambiental? 
a) la tipificación pruriofensiva del hecho  
b) la celeridad procesal  
c) la admisión del hecho por negligencia 
 
